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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

—Alessandri Besa, Arturo
—Bitar Chacra, Sergio
—Calderón Aránguiz, Rolando
—Cantuarias Larrondo, Eugenio
—Díaz Sánchez, Nicolás
—Diez Urzúa, Sergio
—Feliú Segovia, Olga
—Fernández Fernández, Sergio
—Frei Bolívar, Arturo
—Frei Ruiz-Tagle, Carmen
—Hamilton Depassier, Juan
—Hormazábal Sánchez, Ricardo
—Horvath Kiss, Antonio
—Huerta Celis, Vicente Enrique
—Larraín Fernández, Hernán
—Letelier Bobadilla, Carlos
—Martin Díaz, Ricardo
—Matta Aragay, Manuel Antonio
—Muñoz Barra, Roberto
—Núñez Muñoz, Ricardo
—Ominami Pascual, Carlos
—Otero Lathrop, Miguel
—Páez Verdugo, Sergio
—Pérez Walker, Ignacio
—Piñera Echenique, Sebastián
—Prat Alamparte, Francisco
—Ríos Santander, Mario
—Romero Pizarro, Sergio
—Ruiz De Giorgio, José
—Ruiz-Esquide Jara, Mariano
—Siebert Held, Bruno
—Sinclair Oyaneder, Santiago
—Thayer Arteaga, William
—Valdés Subercaseaux, Gabriel
—Zaldívar Larraín, Adolfo
—Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los señores Ministros de Justicia y de Agricultura.
Actuó de Secretario el señor José Luis Lagos López, y de Prosecretario, el señor César Berguño Benavente.

II. APERTURA DE LA SESIÓN


—Se abrió la sesión a las 11:00, en presencia de 36 señores Senadores.
El señor VALDÉS (Presidente).— En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS
El señor VALDÉS (Presidente).— El acta de la sesión 27a, ordinaria, en 31 de agosto del presente año, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA
El señor VALDÉS (Presidente).— Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor BERGUÑO (Prosecretario accidental).— Las siguientes son las comunicaciones recibidas: 

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, en el carácter de "Discusión Inmediata", al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede una prórroga para el pago de patentes mineras correspondientes a los períodos 1992 y 1993.



Con los tres siguientes hace presente la urgencia, en el carácter de "Simple", a los proyectos de ley que, a continuación, se indican:



1.— El que establece normas para la exploración y explotación de energía geotérmica.



2.— El que introduce modificaciones al Código de Minería en relación con la superposición de pertenencias mineras. 



3.— El que modifica el artículo 5° transitorio de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura.



—Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Lagos, relacionado con la posibilidad de formalizar una protesta oficial al Gobierno de la República del Perú, atendida la existencia de publicaciones contrarias a nuestro país, efectuadas en medios de comunicación de las ciudades de Lima y Tacna.



Del señor Ministro de Agricultura, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Díaz, referido a la protección del bosque nativo ubicado en el predio "Huemul Alto", en la Sexta Región.



Dos del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Honorable señora Frei, relacionado con algún eventual beneficio para aquellos deudores hipotecarios que, por encontrarse desempleados, perdieron sus viviendas al no cancelar los respectivos dividendos.



Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Hamilton, relacionado con los proyectos de esa Secretaría de Estado que se encontrarían pendientes, en materia de pavimentación, agua potable, saneamiento e iluminación en la localidad de Placilla, comuna de Valparaíso.



Del señor Contralor General de la República, con el que remite el Informe de la Gestión Financiera del Estado correspondiente al año 1994, debidamente aprobado, dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 142 de la ley N° 10.336, orgánica de esa entidad fiscalizadora.



Dos del señor Subsecretario de Pesca:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, relacionado con las autorizaciones de acuicultura otorgadas a los pescadores de los sectores de la Undécima Región que señala.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Siebert, referido a la solicitud de iniciación de actividades pesqueras para el cultivo de algas en el estero de Quinchao, en la comuna del mismo nombre, presentada por el técnico pesquero que individualiza.



Del señor Alcalde de la Municipalidad de Santiago, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, relacionado con la posibilidad de reactivar el sistema de trolebuses en la Capital.



Del señor Alcalde de la Municipalidad de Concepción, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Arturo Frei, relacionado con la entrega, en comodato, del inmueble que individualiza, para que funcione en él un centro de observación y diagnóstico para lactantes y preescolares en la ciudad de Concepción.



Del señor Gerente General de la Empresa de Servicios Sanitarios de Los Lagos S.A., con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Siebert, respecto al avance en la ejecución de las obras para dotar de agua potable y de un sistema de tratamiento de aguas servidas para la localidad de Quellón, Décima Región.



—Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



Dos de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaídos en las siguientes iniciativas de ley:



1.— Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, para establecer la obligación de instalar un sistema de posicionamiento geográfico automático con apoyo satelital en determinadas naves pesqueras.



2.— Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en relación a las sanciones aplicables por la comisión de infracciones que señala.



Uno de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.300, de Bases del Medio Ambiente, incorporando al Ministro de Relaciones Exteriores al Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.



—Quedan para tabla.
Moción



Del Honorable señor Ruiz De Giorgio, con la que inicia un proyecto de ley que modifica diversas normas del Código del Trabajo contenido en el decreto con fuerza del  N° 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 



—Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.
El señor VALDÉS (Presidente).— Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor VALDÉS (Presidente).— Los Comités acordaron, primero, tratar en la sesión ordinaria del próximo martes las contiendas de competencia entre la Corte de Apelaciones de Santiago y la Contraloría General de la República. Para ello se invitó —y aceptaron concurrir— al señor Presidente de la Corte Suprema y al señor Contralor. Los Comités han fijado el procedimiento para dirimir el diferendo, en términos de escuchar a ambas autoridades por un tiempo que se conversará con ellas para precisar la extensión de sus exposiciones. Después se llevará a efecto el debate, con los informes correspondientes, y los distintos señores Senadores podrán emitir sus opiniones, en sesión secreta. Luego, a las 20, se procederá a la votación, que será también secreta, y se conocerá la resolución definitiva del Senado.



En segundo lugar, los Comités abordaron la cuestión debatida por la Sala ayer a propósito de la moción presentada para derogar la ley que creó el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo. En la Cuenta se establecía que aquélla no podía tratarse, por ser inconstitucional. El señor Vicepresidente, quien presidía en ese momento y no había sido informado de la calificación que la Secretaría dio a ese punto de la Cuenta, estimó conveniente someter el asunto a los Comités.



Los Comités trataron la materia en reunión celebrada esta mañana, y hemos concluido lo siguiente. En primer término, después de conocer los antecedentes y de acuerdo con el señor Vicepresidente, quien presidió la sesión de ayer, la Mesa declara inadmisible la referida moción, en razón de que la ley que se pretende derogar mediante ella trata directa, concreta y explícitamente de recursos fiscales y de impuestos, y se refiere a instrumentos financieros y presupuestarios, que están dentro de las facultades...

El señor PIÑERA.— Señor Presidente...

El señor VALDÉS (Presidente).— Perdón, señor Senador, pero estoy explicando que la Mesa estima que esta moción es inadmisible por cuanto contraviene lo dispuesto en el artículo 62 de la Constitución.



Dicho lo anterior, y fundamentada la posición de la Mesa en cuanto a considerar que dicha moción es inadmisible, de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento del Senado esa decisión puede ser reconsiderada por la Sala, lo que algunos señores Senadores han pedido hacer.



Por consiguiente, será el Senado el que, en definitiva, determine si la moción es o no admisible.



Sobre este asunto, ofrezco la palabra.

El señor OTERO.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede usar de ella, Su Señoría.

El señor OTERO.— Señor Presidente, cuando se traten las contiendas de competencia, ¿la votación va a ser secreta?

El señor VALDÉS (Presidente).— Se estimó conveniente conocer de ellas en sesión secreta y votar con el mismo carácter.

El señor OTERO.— Perdóneme, señor Presidente, pero, por razones jurídicas, estoy en completo desacuerdo con ese procedimiento.



El Senado de la República funcionará en tal caso como tribunal. No hay duda alguna de que la discusión que desarrolle un tribunal para dictar un fallo es privada y secreta. Pero éste puede registrar votos de mayoría y de minoría, y además, prevenciones, porque se trata de una decisión judicial. Por lo tanto, ¿cómo va a salir un fallo que haya sido objeto de posiciones distintas y prevenciones sin que se precise al respecto? Nunca un tribunal de la República ha dicho "Este es mi fallo" sin señalar al mismo tiempo quiénes sostuvieron una posición y quiénes la otra.



Estoy perfectamente de acuerdo en que la discusión sea secreta. Me parece lógico. Así sucede en los tribunales de justicia. Pero —como indiqué— cuando sale un fallo, éste puede contener votos de mayoría, de minoría y prevenciones; y, obviamente, tiene que ser suscrito por las personas que adoptaron las diversas posiciones. De lo contrario, siempre la decisión aparecería como unánime, en circunstancias de que a lo mejor hubo una diferencia de uno o dos votos. Se quebrantarían así las normas constitucionales y legales que rigen el funcionamiento de los tribunales. Y en esta materia el Senado va a actuar como tribunal.



Por tales razones, pido que la Sala rectifique la decisión de los Comités.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.

El señor FERNANDEZ.— Señor Presidente, me sorprende que se haya acordado hacer secretos el debate y la votación sobre las contiendas de competencia, habida consideración de que en otras ocasiones el Senado, actuando como jurado (por ejemplo, a raíz de una acusación constitucional), sesionó públicamente tanto al discutir como al votar, y todos los señores Senadores intervinieron fundamentando su posición en la materia. Por eso, me parece que en este caso debiera procederse de idéntica manera: con debate y votación públicos.



No veo por qué tiene que recurrirse al secreto en este caso; no se justifica.



Recuerdo el precedente de la acusación constitucional, asunto extraordinariamente delicado en que la Corporación debió resolver como jurado y discutió y votó abiertamente. Cada señor Senador fundamentó su voto, e incluso se ideó un procedimiento especial, fijándose tiempos para que todos pudieran manifestar su opinión.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente...

El señor VALDÉS (Presidente).— Señor Senador, debo recordar lo dispuesto en el artículo 19 del Reglamento:



"Ningún Senador podrá oponerse a los acuerdos adoptados, dentro de su competencia, por la unanimidad de los Comités.



“La oposición que se haga se tendrá por no formulada y no será admitida a debate.".



De acuerdo a ese precepto tiene que proceder la Mesa. Lo siento mucho.

El señor PIÑERA.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede usar de ella, Su Señoría.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, un acuerdo adoptado por la unanimidad de los Comités puede ser modificado únicamente por otro acuerdo de igual naturaleza.



Los argumentos jurídicos dados para explicar por qué los fallos no pueden ser secretos (deben conocerse las posiciones de mayoría y de minoría) son muy contundentes.



Pero, adicionalmente, sugiero que reservemos las sesiones secretas sólo para los casos en que lo justifiquen razones de fondo. Y no creo que ello ocurra ahora.



En segundo lugar, para ahorrar tiempo...

El señor VALDÉS (Presidente).— Señor Senador, reitero que sobre este punto la Mesa no acepta debate.



Pasemos a otro asunto.

El señor  PIÑERA.— Correcto.



Respecto de la moción sobre el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, con la mayor brevedad, diré sólo lo siguiente.



Primero, el señor Presidente fundamentó su decisión de declararla inadmisible, haciendo alusión al hecho de que se trata de tributos. Pero si se tratara de un tributo, el proyecto respectivo no habría podido originarse en el Senado —nació aquí—, porque la Constitución dispone que las leyes relativas a tributos tienen que originarse en la Cámara de Diputados.



En segundo lugar, si esto fuera un tributo, su producto no podría estar afecto a un destino específico, como ocurre con el citado Fondo, porque la Carta Fundamental lo prohíbe.



En consecuencia, si bien en la moción se habla de impuesto, obviamente, constituye un error. Y los argumentos que el señor Presidente aduce para declararla inadmisible no tienen, en mi opinión, validez.



Sería conveniente, entonces, fijar fecha para que la Sala resuelva sobre la cuestión. Porque debo recordar que hace un año y medio se generó la misma discusión a raíz de otra moción que presenté para derogar el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo; hubo un informe en derecho que llevó a la Mesa a declararla inadmisible; yo presenté un informe en derecho que sostenía lo contrario; se resolvió que la Sala decidiera sobre el particular, y el asunto quedó para tabla. Hasta el día de hoy, señor Presidente, está para tabla.



He dicho.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Señor Presidente, pido la palabra.

La señora FELIÚ.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Señor Presidente, me parece que el tratamiento acordado en cuanto a las contiendas de competencia no admite discusión, salvo que los Comités, por unanimidad, modifiquen su decisión. Pero mientras tanto, como estamos sesionando y no hay acuerdos de consenso provocados, tiene plena vigencia lo que ha resuelto la Mesa.



Ahora bien, el planteamiento del Senador señor Piñera nos hace entrar en el debate sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la moción respectiva.



La ley N° 19.030, sobre creación del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo —está vigente, y sólo puede impugnarse ante la Corte Suprema para reclamar de la inaplicabilidad de sus disposiciones—,...

El señor PIÑERA.— Señor Senador...

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— ...dice en su artículo 6°: "Establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere esta ley:"... Luego detalla en las letras a) y siguientes la modalidad de un impuesto destinado a financiar el Fondo en cuestión.



Basta con eso para que de inmediato sea aplicable la disposición del artículo 62, número 1°, que otorga al Presidente de la República iniciativa exclusiva para "Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza,"...



Ese es uno de los argumentos. O sea, no puede el Parlamento suprimir un impuesto, aunque discutamos acerca de si la norma que lo impuso es constitucional o inconstitucional. La ley N° 19.030 está vigente y no ha sido impugnada.



En segundo término, no admite discusión el hecho de que también es inadmisible derogar el Fondo por la vía propuesta atendida la norma relativa a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República para crear servicios públicos y determinar sus funciones o atribuciones.



La Mesa señaló también otros fundamentos: el de las atribuciones legales de determinados servicios públicos vinculadas a la creación del Fondo y, por último, el de que el Fondo es un instrumento financiero. Nadie puede discutir que tiene tal calidad y de que, en esa materia, nuevamente cabe aplicar tanto la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, como el artículo 62 de la Carta. Pero, a mi juicio, bastaría sólo el primer argumento.



Quiero preguntar a los autores del proyecto si el artículo 6° de la ley N° 19.030 establece o no impuestos. ¡Es evidente que los establece! Y, siendo así, ese precepto no puede derogarse por moción parlamentaria, porque implica suprimir tributos.



En consecuencia, la inadmisibilidad declarada por el señor Presidente está perfectamente ajustada a derecho.

La señora FELIÚ.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor HAMILTON.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— La había solicitado antes el Honorable señor Hormazábal.



Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, en primer término, quiero manifestar que los representantes del Comité Demócrata Cristiano respaldamos la decisión de Su Señoría de aplicar el Reglamento respecto de la inadmisibilidad declarada respecto de esta iniciativa. Pero, si algún señor Senador, en uso de su derecho reglamentario, desea mayor claridad sobre el tema, estamos dispuestos a continuar debatiéndolo.



No obstante, si en virtud de los sólidos argumentos entregados por la Mesa, más los expuestos por el Senador señor Andrés Zaldívar, se estima pertinente que esa declaración es jurídicamente irreprochable, concluyamos ahora el debate; de lo contrario, sigamos analizando el asunto.



En segundo lugar, en lo relativo a la aplicación del Reglamento que el señor Presidente ha descrito adicionalmente acerca de la forma de resolver las contiendas de competencia planteadas entre el Contralor General de la República y la Corte de Apelaciones de Santiago, debo expresar que nuestro Comité está llano a concurrir a una nueva reunión de Comités a fin de revisar el acuerdo adoptado sobre el particular, si es que la unanimidad de ellos se manifiesta en esta forma.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la Senadora señora Feliú.

La señora FELIÚ.— Señor Presidente, con relación a la iniciativa que deroga la ley sobre Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, debo recordar que ha habido tres proyectos sobre la materia. El primero fue presentado por mí en 1992. La Secretaría me entregó un informe negativo sobre él y expresó que sería declarado inadmisible; pero la verdad es que posteriormente no se formuló la declaración de inadmisibilidad.



El segundo proyecto lo presentaron el Honorable señor PIÑERA y otros señores Senadores y fue declarado inadmisible por la Mesa. Se solicitó la discusión y votación por la Sala de dicha declaración; sin embargo, ninguna de las dos cosas se llevaron a efecto, por distintas razones, ni se incluyó en tabla el tema.



Y el tercer proyecto es el que ahora nos ocupa.



Hago presente, con el debido respeto, que considero vagos los argumentos esgrimidos para justificar que esta iniciativa sería inadmisible. Entre ellos se mencionó el artículo 62, inciso tercero, de la Constitución, aduciendo que dicho cuerpo legal estableció un tributo. A mi juicio, la ley N° 19.030 no creó un impuesto. Así lo consignó el mensaje que inició el proyecto de la misma, al expresar: "El Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo se establece de modo que sea autosustentable y fiscalmente neutro en el largo plazo. Es decir, no constituye ni un impuesto ni un subsidio; sólo un mecanismo de estabilización de precios fiscalmente neutro.". Y agrega: "Esa neutralidad se logra al consagrar la ley tres elementos básicos:



"1) utilización de los recursos del Fondo sólo en la estabilización de precios de los combustibles derivados del petróleo;".



Señor Presidente, ese concepto fue reiterado permanentemente durante la discusión del proyecto en el Congreso Nacional.



Los aportes que reciba el Fondo y los retiros que de él se efectúen equivalen, respectivamente,...

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Señor Presidente, deseo pedir una interrupción a la Senadora señora Feliú, para precisar un punto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Señora Senadora, ¿concede la interrupción?

La señora FELIÚ.— No tengo inconveniente.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Quiero solicitar a la Honorable colega que, aparte leer el mensaje, proceda a leer también el artículo 6° de la ley N° 19.030.

La señora FELIÚ.— Señor Presidente, me parece innecesario leer ese precepto, porque ya lo hizo el mismo Senador señor Andrés Zaldívar. Pero mencionaré las razones que corroboran que no se fijó un impuesto.



Si se tratara propiamente de un impuesto, la ley sería inconstitucional, pues no se habría dado cumplimiento al artículo 19, N° 20°, de la Constitución Política, que estatuye que "Los tributos que se recauden, cualquiera que sea su naturaleza, ingresarán al patrimonio de la Nación y no podrán estar afectos a un destino determinado.". La finalidad de la ley fue crear un Fondo y no fijar nuevos tributos a los combustibles. Así se dijo repetidamente, y reitero lo sostenido en el mensaje.



Si la idea hubiera sido crear nuevos tributos, ellos deberían ingresar a rentas generales de la nación y, sumados al resto de las entradas fiscales, utilizarse para financiar los gastos del Estado. En tal caso, no podría sostenerse que la ley es fiscalmente neutra, como se dijo tanto en el mensaje como durante toda la discusión del proyecto.



Si se tratara de un impuesto, no es posible admitir que ese tributo no está afecto a un fin determinado, sólo porque no se destina a él directamente, sino a través del Fondo, pues dicho criterio constituiría un resquicio que permitiría obviar constantemente la exigencia constitucional.



Por último, si se tratara de un impuesto, concuerdo con el Senador señor Piñera en que la ley debería haber tenido origen en la Cámara de Diputados, no en el Senado.



Por otra parte, se ha indicado que este proyecto alteraría la administración financiera o presupuestaria del Estado, en los términos del artículo 62, inciso tercero, de la Carta. Lo cierto es que el concepto de administración financiera está definido por el artículo 1° del decreto ley N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado, que expresa: "El sistema de administración financiera del Estado comprende el conjunto de procesos administrativos que permiten la obtención de recursos y su aplicación a la concreción de los logros de los objetivos del Estado. La administración financiera incluye, fundamentalmente, los procesos presupuestarios, de contabilidad y de administración de fondos.". Tales procesos, que se detallan más adelante, constituyen normas de carácter general que determinan cómo se reciben los ingresos del Estado y cómo deben expresarse los gastos.



Eso estatuye el decreto ley sobre organización financiera.



Una ley como la que crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo no tiene que ver con la administración financiera del Estado, sino con un recurso específico y con la forma de administrarlo.



Por todas estas consideraciones, señor Presidente, estimo injustificado el planteamiento que se hace para determinar que el proyecto de ley en comento es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Por el contrario, pienso que es de iniciativa parlamentaria y, por ese motivo, votaré en contra de su inadmisibilidad.

El señor DIEZ.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— La había solicitado previamente el Senador señor Hamilton.



Puede usar de ella Su Señoría.

El señor HAMILTON.— Señor Presidente, nunca he entendido las razones que en diversas ocasiones han movido a algunos señores Senadores a terminar con un mecanismo que en su oportunidad fue aprobado por la unanimidad del Senado y que, en la práctica, ha demostrado ser extraordinariamente útil para amortiguar las alzas o bajas bruscas que se producen en el mercado internacional en materia de precios del petróleo y, de esa manera, evitar una distorsión en los precios internos de los combustibles.



Tocante a la decisión adoptada por la Mesa, en el día de ayer, en cuanto a declarar inadmisible la moción presentada por algunos señores Senadores a fin de derogar la ley que creó el Fondo, estoy absolutamente de acuerdo con esa declaración, por los motivos que paso a exponer.



En primer lugar, el inciso tercero del artículo 62 de la Constitución dice: "Corresponderá al Presidente de la República la iniciativa exclusiva de los proyectos de ley que tengan relación" "con la administración financiera o presupuestaria del Estado,". Ahora bien, no cabe duda alguna de que la ley N° 19.030, que creó el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, es un instrumento financiero o presupuestario del que está dotado el Estado "con el objeto de atenuar las variaciones de los precios de venta internos de los combustibles derivados del petróleo, motivadas por fluctuaciones de sus cotizaciones internacionales.", según expresa su artículo 1°. El Fondo opera con recursos fiscales, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 3° y 5° permanentes, y 1° y 2° transitorios de la misma ley.



En segundo término, dicha normativa contiene materias tributarias, y por vía de la moción se pretende derogar los impuestos que ella contempla. En efecto, el artículo 6° —citado por el Senador señor Andrés Zaldívar— expresa: "Establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos y créditos fiscales". Esto implica que el precepto da derecho a reintegro de los impuestos en las condiciones que fija; vale decir, el Estado tiene el deber de reembolsar el crédito fiscal allí descrito. En estas circunstancias, admitir a tramitación la moción aludida sería violatorio del artículo 62, inciso cuarto, N° 1°, de la Constitución que dice: "Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para:" "1°. Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza,".



En tercer lugar, una eventual derogación suprimiría atribuciones legales a determinados servicios públicos, por ejemplo, a la Comisión Nacional de Energía, a los Ministerios de Hacienda y de Minería, al Fisco, a la Marina Mercante Nacional en lo que se refiere a EMPREMAR y a la Empresa Nacional del Petróleo, según lo establecen diversos artículos de la ley en cuestión. Ahora bien, la determinación de funcionamiento de los servicios públicos corresponde exclusivamente al Presidente de la República, conforme al artículo 62, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política. No puede invocarse el inciso final del referido artículo, por cuanto en ninguna parte de él se atribuye al Congreso Nacional la facultad de suprimir, por propia iniciativa, un Fondo creado por ley, ni tampoco eliminar tributos originados de igual forma. En efecto, las facultades del Parlamento, en los estrictos términos empleados allí, podrán ser utilizadas sólo cuando medie una iniciativa presidencial, como se desprende del tenor literal de dicho inciso, que dice: "y demás iniciativas sobre la materia que proponga el Presidente de la República.".



En consecuencia, señor Presidente, creo que está suficientemente claro que, por diversas disposiciones de tipo constitucional, la moción en análisis sólo podría tener origen en una iniciativa exclusiva del Presidente de la República, lo que no ha ocurrido.



Por lo tanto, esta moción, o cualquier otra en el mismo sentido, no puede ser conocida ni tramitada por el Congreso Nacional.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Diez.

El señor DIEZ.— Señor Presidente, no me cabe duda alguna de que la moción no se ajusta a las facultades del Parlamento y de que viola el artículo 62 de la Carta Fundamental. En efecto, uno tiene que interpretar la ley en su sentido obvio y natural. Por eso, cuando en el artículo 6° de la normativa que creó el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo se dice "Establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos o créditos fiscales específicos de tasa variable", ello significa que la ley los ha calificado como impuestos.



Si esa normativa es constitucional o no, es un asunto que no corresponde a nuestra competencia, porque no tenemos facultad para declarar inconstitucionales las leyes —o bien, inaplicables—, pues eso atañe al Tribunal Constitucional, en virtud de la consulta que se le formule o de la presentación que efectúen determinadas autoridades o personas. De manera que si la Ley sobre Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo es inconstitucional —aparentemente lo es, por el destino de los impuestos— no es ésta la oportunidad de plantearlo. Los afectados podrán recurrir de inaplicabilidad ante la Corte Suprema porque la ley se encuentra vigente; pero no hay duda de que, para nosotros, la normativa existe y crea un impuesto a beneficio fiscal.



Por lo tanto, corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República la derogación, modificación, exención y la forma de calcular el impuesto, etcétera. De modo que la resolución de la Mesa en esta materia, a mi juicio, se ajusta plenamente al derecho, y lo que es más, a un derecho claro y explícito: a una ley que dice "Establécese los siguientes impuestos" y a una Constitución que dispone que los impuestos no se pueden derogar sin iniciativa presidencial. Lo demás corresponde, evidentemente, a opiniones o a elucubraciones de carácter jurídico que no pueden ir en contra de un texto tan claro y expreso de la ley.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Cantuarias.

El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, quiero exclusivamente defender la presentación de una moción respecto de la cual he sido patrocinador junto con otros señores Senadores, porque no me parece acertada la interpretación que se está dando para declarar su inadmisibilidad.



No quiero aburrir al Senado aludiendo a la Versión Taquigráfica de la sesión donde se aprobó la normativa (a comienzos de 1991) que creó el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo; pero debo señalar que se argumentó latamente en cuanto a las características del proyecto y los propósitos que perseguía, cual era crear un Fondo de efectos fiscales neutros que permitiera amortiguar las bruscas variaciones del precio del petróleo, fundamentalmente motivadas en ese momento por la amenaza de la guerra del Golfo Pérsico, lo que era muy razonable.



Es más, la aprobación unánime de la iniciativa en el Senado consultó un plazo de tres años de vigencia, el que finalmente fue rechazado por la Cámara de Diputados, y durante la tramitación del proyecto en la Comisión Mixta aquél desapareció como tal. Pero se habló en ese momento —y así quedó establecido— que sus disposiciones, su utilidad y la necesidad de su aplicación serían materia de revisión, iniciativa que puede tomar el Ejecutivo cuando lo desee, ya que tiene competencia para ello; sin embargo, en cuanto al tema que nos ocupa, a nuestro juicio, podemos tomarla nosotros. Porque fue reiterada la argumentación en el sentido de que no se estaban creando nuevos tributos o impuestos, dada la característica neutra del Fondo, como lo ha recordado la Senadora señora Feliú al leer el mensaje respectivo.



Señor Presidente, ciertamente, aquí debemos pronunciarnos respecto de la admisibilidad de la moción. Y, habiendo sido uno de sus patrocinadores, creo que una interpretación restrictiva, si se consideran las escasas facultades que posee el Senado —lo cual muchas veces se reclama, y con razón—, nos llevará a disminuir aún más las pocas atribuciones que tenemos.



Si en su momento hubo disposición para establecer un plazo; si los estudios técnicos —a diferencia de lo que aquí se ha dicho— han demostrado que el Fondo no ha operado en el sentido de evitar las bruscas variaciones de precios; si, no obstante que mercado del petróleo mundial es muy fluctuante, la tendencia sistemática en el último tiempo ha sido más bien a la baja, entonces dicho Fondo ha operado más bien como un instrumento para favorecer, subsidiar o desincentivar la utilización de determinados combustibles, objetivo que, ciertamente, está demasiado lejos de aquel que se propuso al momento de su creación: evitar que eventualmente, fruto de un conflicto bélico, pudieran producirse variaciones de precio desmedidas.



Todas esas consideraciones nos llevaron a plantear esta moción. Su admisibilidad, en mi opinión, es completa. El proyecto original nunca tuvo como propósito crear impuestos, ya que, de ser así, habría recibido otro tratamiento y, seguramente, otra discusión.



Por lo tanto, señor Presidente, votaré a favor de declararla admisible y, por ende, en contra de la determinación que ha tomado la Mesa.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Piñera.

El señor PIÑERA.— Seré muy breve, señor Presidente.



En primer lugar, debo decir que, más allá de la admisibilidad o no admisibilidad —lo cual es un problema procesal—, me parece que todas las razones que llevaron a crear el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo desaparecieron. Segundo, el Senado unánimemente le dio un plazo transitorio, que ya se cumplió. Tercero, el actual Presidente de la República, don Eduardo Frei —en ese tiempo Senador—, tanto en la Comisión de Hacienda como en la Sala también votó por un plazo transitorio.



En consecuencia, pido al Honorable Senado que, si no se puede tramitar esta moción, solicitemos al Primer Mandatario, respetando lo que fue la voluntad del Senado, que presente un proyecto a fin de derogar Fondo que no tiene ninguna razón de existir y que sólo produce distorsiones e in-certidumbre.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Está terminado el debate, pero la Mesa se reserva el derecho de reiterar la razón que tuvo para declarar inadmisible la moción. Como abogado no puedo dejar de recordar que cuando el sentido de la ley es claro "no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu". Y como el artículo 6° de la ley que se pretende derogar dispone "Establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos y créditos fiscales", ese criterio jurídico es plenamente aplicable, pues hay una expresión categórica, clara y nítida que no puede ser despreciada en función de antecedentes o de espíritus manifestados en la versión original, en la aprobación inicial del Senado, o en el cambio que le hizo la Cámara de Diputados, pues hay que atenerse al texto de la ley, que habla claramente de impuestos y créditos a beneficio fiscal.



Esa es la posición que mantiene la Mesa, la que será sometida a votación para ser aprobada o rechazada.

El señor HORMAZABAL.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, comparto plenamente lo expresado por Su Señoría. Pero, como en el debate suscitado un Honorable colega mencionó que el proyecto que creaba el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo había comenzado su tramitación en el Senado, en circunstancias de que, por tratar de impuestos, debía haberse iniciado en la Cámara de Diputados, quiero señalar que en la sesión 20a, en martes 4 de diciembre de 1990, en las referencias de la iniciativa, que se trató ese día, figura lo siguiente: "Proyecto de ley: En segundo trámite, sesión 12a, en 13 de noviembre de 1990.". De tal manera que no cabe duda de que el proyecto se inició en la Cámara de Diputados.

El señor VALDÉS (Presidente).— Por lo tanto, desaparece la objeción de constitucionalidad que se había formulado por haberse iniciado en el Senado.

La señora FELIÚ.— Entonces, sería un impuesto afectado.

El señor HAMILTON.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HAMILTON.— Señor Presidente, también se ha invocado aquí la posibilidad de que el proyecto hubiese sido revisado por el Tribunal Constitucional. La verdad es que se envió a dicho Tribunal, el cual lo declaró constitucional. Para decir toda la verdad, no se remitió a propósito de la creación de los impuestos y de los créditos, sino a raíz de la puesta en aplicación anticipada de determinadas disposiciones, antes de que la Contraloría tomara razón del decreto promulgatorio. Pero —reitero— lo conoció ese Tribunal, y en ese momento nadie discutió la constitucionalidad del impuesto, y ya no existe la oportunidad ni los medios para hacerlo, tal como lo indicó el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor VALDÉS (Presidente).— Además, la iniciativa fue aprobada por el Senado con el quórum constitucional respectivo.

La señora FELIÚ.— Señor Presidente, el proyecto fue enviado al Tribunal Constitucional sólo para los efectos de que éste examinara una norma que decía relación a los decretos que se podían cumplir antes de la toma de razón. Pero el Tribunal no analizó los otros aspectos.

El señor VALDÉS (Presidente).— Porque no puede consultar otros antecedentes. El proyecto fue votado con el quórum constitucional pertinente, de manera que no le correspondía revisar el fondo del problema.



En votación.

El señor LAGOS (Prosecretario).— Se pone en votación la admisibilidad de la moción presentada por diversos señores Senadores que tiene por objeto derogar la ley N° 19.030, sobre Fondo da Estabilización de Precios del Petróleo.



—(Durante la votación).

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, me parece que la moción, desgraciadamente, es inadmisible, porque es indudable que se refiere a impuestos. Bien o mal aplicados, pero impuestos, al fin y al cabo. Sin embargo, quiero manifestar mi deseo de que ojalá el Fondo sea derogado, toda vez que en la actualidad no se justifica.



Por otra parte, ratifico lo expresado en la Sala en el sentido de que en el Senado, después de discutir si el Fondo debía durar 2 ó 4 años, se llegó a una transacción en la que participó el entonces Senador don Eduardo Frei, quien propuso un plazo de 3 años, que fue finalmente aprobado. Lamentablemente, dicho plazo no se contempló en la ley posterior. Por eso, sería conveniente que el Gobierno tomara la iniciativa de derogarla.



Con todo, considero que la iniciativa es inadmisible, y voto que no.

El señor DIEZ.— Señor Presidente, pienso que la moción es inadmisible.



Estamos frente a una materia muy delicada. Así como se podrían derogar impuestos establecidos, sin la voluntad del Presidente de la República, mañana se podría pretender imponer gravámenes en esa misma forma, lo cual significaría inferir grave deterioro a nuestro sistema presidencial de gobierno y a la responsabilidad que cabe exclusivamente al Ejecutivo en la conducción económica del país.



Por estas razones, estimo inadmisible la moción.

La señora FELIÚ.— Señor Presidente, yo participé en el estudio del proyecto.



En su oportunidad, y sobre la base de las razones indicadas por el entonces Ministro señor Juan Hamilton, hoy Senador, concluí en que no se trataba de un impuesto. Presenté una indicación con el propósito de que el Fondo se estableciera por un plazo determinado, lo cual fue aceptado primero por la Comisión y luego por la Sala, aunque en definitiva tal idea se rechazó en la Cámara de Diputados. Pese a ello, el Senado tomó el acuerdo de que la materia sería revisada.



Solamente quiero leer el mensaje con que se acompañó la iniciativa, que dice: "El Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo se establece de modo que sea auto-sustentable y fiscalmente neutro en el largo plazo. Es decir, no constituye ni un impuesto ni un subsidio; sólo un mecanismo de estabilización de precios fiscalmente neutro.". A continuación, da las razones de por qué es fiscalmente neutro. Se trata de un mensaje enviado por el Presidente señor Patricio Aylwin y firmado por el entonces Ministro de Minería don Juan Hamilton.



Esta materia se discutió, y no fue ajeno a la Comisión el hecho de que se tratara o no de un impuesto. No era un impuesto; se trataba de un sistema sofisticado y complejo que, realmente, llegaba a tener un mecanismo propio de los impuestos. De haberlo sido, habría infringido el artículo 19, número 20°, de la Carta, porque se habría afectado a un fin, lo que era sustantivamente inconstitucional.



Por esa razón, señor Presidente, reitero que, en mi opinión, la moción es admisible. Y me parece inconveniente que, sobre la base de interpretaciones sutiles, se pretenda llegar a conclusiones que impidan al Congreso Nacional entrar a conocer el fondo de un proyecto. Las normas deben interpretarse según su sentido, no según sus palabras.



Por lo anterior, creo que la ley es muy clara, está vigente y deberíamos entrar a discutir el fondo de la moción.



Voto que ella es admisible.

El señor HAMILTON.— Señor Presidente, voy a hacer una breve observación de carácter general.



Se ha dicho aquí que el Fondo sería innecesario, en circunstancias de que el sistema ha funcionado. En el país ha existido una estabilidad relativa en los precios del petróleo con relación a los imperantes en el mercado internacional. Y la tendencia futura que se observa en éste, por el agotamiento de la producción del hidrocarburo en diversas zonas del Medio Este, debiera llevarnos a mantener un instrumento que nos defienda de eventuales alzas bruscas, como las que nos afectaron en el pasado reciente.



En seguida, respecto a la naturaleza del Fondo, tiene calidad de impuesto, lo que no se contrapone con el hecho de que al final resulte neutro. Si aumentan los precios del petróleo, se entra a bonificar; pero si bajan, la disminución no se aplica íntegramente al usuario, sino sólo en parte; la otra parte se transforma en un impuesto. De manera que, a la larga, el impuesto y la bonificación se compensan, por lo que el mecanismo pasa a ser neutro, lo que no le quita su calidad jurídica de impuesto cuando se aplica a la parte de la rebaja en el precio del petróleo.



Ahora, me extraña mucho que se hable de sutileza jurídica, sobre todo cuando esta expresión proviene de alguien a quien constantemente le escuchamos en el Senado, casi como una frase sacramental, "hago formal cuestión de constitucionalidad". Y ahora, tratándose de una materia que a lo menos presenta tres graves causales de inadmisibilidad en relación con el artículo 60 de la Carta, como lo hemos demostrado reiteradamente Senadores de distintos sectores, se sostiene que es una cosa sutil, sin importancia, sin trascendencia.



Voto por la inadmisibilidad.

El señor PÉREZ.— Señor Presidente, aunque valoro el objetivo de esta iniciativa legal, la ley es la ley y, desgraciadamente, estimo que el proyecto es inadmisible.



Voto que no.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, en primer lugar, deseo dejar en claro que la ley de que trata este proyecto no protege a Chile de alzas en el precio del petróleo. Si pudiera protegernos, bienvenida sea. Lamentablemente, no lo hace; sino que sólo asigna las cargas de los incrementos en forma distinta. A mi juicio, en momentos extraordinariamente anormales, críticos y de emergencia —como fueron los tiempos de la guerra del Golfo Pérsico—, se justifica un mecanismo de esta naturaleza. Pero a partir de eso tener una ley permanente, que no fue voluntad del Senado, hay un abismo.



Por otra parte, lo más importante es que cuando uno analiza el mensaje se da cuenta de que es positivo. Dice textualmente: "no constituye ni un impuesto ni un subsidio;". Sin embargo, en su articulado sí habla de impuesto, lo cual significa que hay una vaguedad en el proyecto mismo, lo que produce esta discusión.



En todo caso, señor Presidente, creo que el espíritu de la ley no fue fijar un impuesto. Por esa razón, estimo perfectamente admisible que el Senado pueda conocer de un proyecto que pretende derogar algo que, en el fondo, no es un impuesto.



Reitero que, si esta iniciativa es declarada inadmisible —como aparentemente ocurrirá—, le pediría al Presidente Frei, quien ya expresó su voluntad en el Senado, que envíe al Parlamento un proyecto para derogar la ley que creó el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo.



Voto que sí.

El señor RUIZ (don José).— Señor Presidente, en el debate se han tocado varias materias, entre las cuales se encuentra el tema de las atribuciones del Congreso Nacional. Me encantaría que el Parlamento tuviera mucho más facultades de las que posee. Desgraciadamente, nosotros no hicimos la Constitución; tuvimos que meternos dentro de ella. Por lo tanto, quienes la confeccionaron y, además, la aprobaron, obviamente debieron haber presentado en su oportunidad las observaciones del caso.



Respecto del tema de fondo, se ha manifestado que se trata de un impuesto que no es impuesto. Sin embargo, el artículo 6° de la ley en cuestión señala que "estará gravado por un impuesto del 60%". Es decir, establece un tributo. Y, más allá de lo que pueda interpretarse, en cuanto a cómo debe ser o no ser un impuesto, es claro que la ley fijó un gravamen. Y no puede argumentarse que éste es un impuesto que no es tal. Con este juego de palabras estamos distorsionando lo que la ley dispone textualmente.



Por consiguiente, estimo que la interpretación de la Mesa es por entero justificada, y acepto la declaración de inadmisibilidad del proyecto.



Voto que no.

El señor SINCLAIR.— Señor Presidente, porque considero que se debe estudiar y discutir el fondo de una ley que en este momento se presta para dudas en el sentido de si establece o no un impuesto, voto que sí.

El señor THAYER.— Señor Presidente, en mi opinión, la iniciativa es inadmisible. La razón que tengo para juzgarlo así es lo mencionado en el inciso primero del artículo 6° de la ley que se propone derogar: "a beneficio o de cargo fiscal,"..."los siguientes impuestos y créditos fiscales".



Se ha argüido que, como otro inciso señala un destino determinado a los recursos, la ley sería inconstitucional. Doble motivo para declarar inadmisible el proyecto, porque la ley contempla impuestos, y si éstos son inconstitucionales, no podemos declarar admisible una iniciativa sobre normas inconstitucionales.



He dicho.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, las cosas son lo que son y, realmente, lo que se pretende derogar es un impuesto. Me parece francamente pernicioso este camino. Es absurdo que se pongan en duda las atribuciones del Presidente de la República para establecer o derogar impuestos.



Voto por la inadmisibilidad.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Señor Presidente, deseo precisar algunos conceptos para fundar mi voto.



En primer término, si hay algún elemento de inconstitucionalidad en la ley N° 19.030, por haber establecido un impuesto en una iniciativa que comenzó su trámite legislativo en el Senado,...



El Honorable señor PIÑERA me advierte que inició su tramitación en la Cámara de Diputados. Pero si así no hubiera sido, y si además se afectara un impuesto con determinado destino, no es el momento para declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la ley. En otra ocasión existió la oportunidad de hacerlo: cuando discutimos y aprobamos la iniciativa pertinente, o cuando era factible recurrir al Tribunal Constitucional.



Hoy día, quien se sintiera afectado por esa normativa tendría que acudir a los tribunales de justicia a reclamar de su inconstitucionalidad.



En segundo lugar, quiero recordar la negociación habida en el Senado, en la cual participé junto con el Ministro de Hacienda de la época y el ex Senador señor Jarpa en representación de Renovación Nacional. Llegamos a un acuerdo que se tradujo en la ley sobre el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, el que tendría carácter permanente. En ningún momento se dijo que el Fondo sería transitorio. ¡Nunca! Costó bastante llegar a un acuerdo, pero finalmente se logró.



Tercero, por mucho artilugio que se emplee en las palabras o en los argumentos, basta leer el artículo 6° de la ley que nos ocupa. No puede recurrirse ni al mensaje ni al espíritu, si el tenor literal de la norma es claro.



Dicho artículo, majaderamente, habla de "impuestos". Dice: "Establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos"; luego, en la letra a): "Si el precio de paridad es menor que el de referencia inferior, el producto estará gravado por un impuesto de 60%"; más adelante señala: "El monto del impuesto o crédito fiscal específico se expresará en dólares de los Estados Unidos", y el inciso final dispone: "Los impuestos que se establecen por la presente ley no constituirán base imponible del impuesto al valor agregado en ninguna etapa de la importación, producción, refinación,".



¡Qué más queremos, si el tenor de la ley es clarísimo: es un impuesto lo que se trata .de derogar! Y podríamos dar otros argumentos para fundar nuestra posición de que el proyecto es inadmisible, y no me cabe la menor duda de que lo es.



Desde ya, si el día de mañana, como Presidente de la Comisión de Hacienda, me tocara revisar esta iniciativa —en caso de declararse admisible—, con toda seguridad la voy a declarar inadmisible.



Voto que no.

El señor BITAR.— Señor Presidente, quiero hacer dos breves consideraciones para fundar mi voto.



Desde el punto de vista constitucional, es obvio que aquí, por el sistema diseñado, el Fisco tiene ingresos y gastos. Por lo tanto, esta materia corresponde claramente a una atribución que está limitada al Presidente de la República. En tal sentido, considero que el proyecto es inadmisible.



Sin embargo, además de dar mi opinión acerca del punto constitucional, deseo aprovechar esta ocasión para referirme a los aspectos económicos de la ley en comento.



Esta discusión se generó también a propósito del cobre. En ese caso, con igual objetivo de estabilizar la economía, constituimos fondos para reducir las oscilaciones en los precios, y, asimismo, los extendimos —así ocurrió durante el debate, a nivel nacional— al tema del petróleo.



Ahora, pienso que es el momento en que podemos pedir —y solicito que ello se haga— que se oficie al Presidente de la República haciéndole ver la necesidad de que se evalúen las políticas más adecuadas en materia energética y que, dentro de ese concepto, pondere la conveniencia de mantener, perfeccionar o ampliar lo vigente, teniendo en cuenta algo que para nosotros es fundamental: no estamos en posesión de instrumentos adecuados para el manejo de la política energética que sean más potentes que el actual Fondo de Estabilización, cuyo sentido es reducir los efectos del alza de precios del petróleo. Y si uno analiza, por ejemplo, la experiencia europea, observa que la tendencia a la aplicación de tributos al combustible para conseguir efectos tanto distributivos como de uso de la infraestructura urbana, es creciente.



Por lo dicho, creo importante que la discusión del tema considere el aspecto económico, y que se formule al Primer Mandatario una petición como la señalada. El Senado debe llevar a cabo un análisis más profundo que determine cuáles son las políticas más apropiadas en materia energética. Ese es el marco en que debe situarse el debate, y no simplemente desde un punto de vista constitucional, porque el propósito de la iniciativa es eminentemente económico, al igual que las consideraciones hechas en la materia por los señores Senadores.

El señor OTERO.— Señor Presidente, en verdad, aquí se está abordando un tema de carácter constitucional con un criterio político. Una cosa es la existencia del Fondo y otra muy distinta las facultades que pueda tener el Congreso Nacional para derogar impuestos.



Estoy en absoluto desacuerdo con la existencia del Fondo en cuestión. Creo que es inoperante e innecesario. Por lo tanto, si se tratara de dar un pronunciamiento al respecto, me inclinaría por su eliminación. Eso, desde un punto de vista político y económico.



Pero el problema que se nos plantea es otro: determinar si, haciendo absoluta abstracción de la materia de que se trata, podemos o no podemos tener iniciativa para derogar un impuesto, ya que la ley N° 19.030 fue concebida y aprobada con ese carácter. Y, evidentemente, quien va a zanjar la cuestión no va a ser esta Sala, porque los señores Senadores que estén en desacuerdo con la votación de mayoría podrán recurrir al Tribunal Constitucional. Entonces, será éste el único organismo de la República que ha de determinar si la moción es o no es constitucional. Si el Senado estimara lo primero, de todas maneras, quienes estén en desacuerdo llevarán la cuestión al Tribunal Constitucional, donde se resolverá en definitiva.



Luego, la declaración que hagamos ahora tiene validez solamente para la tramitación interna de la moción, pero no para los efectos finales que pueda tener la ley. Esto es conveniente dejarlo claramente establecido, porque es una materia de Derecho.



Ahora bien, el artículo 62 de la Constitución Política, entre otras materias, dispone: "Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para:



"1° Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza,".



Uno podrá estar o no estar de acuerdo con ese texto; pero existe y debemos acatarlo. Por lo tanto, en este caso, la votación debe hacerse por consideraciones de Derecho estricto y no de carácter político. En caso contrario, se estará incurriendo en el gravísimo error de interpretar la Carta Fundamental o la ley de una manera, porque se tiene determinado concepto político sobre el Fondo y de otra, porque se tiene la posición inversa, en circunstancias de que las. disposiciones legales deben aplicarse siempre en la misma forma, cualesquiera sean los intereses en juego.



Por tales consideraciones, señor Presidente, votaré que no. A mi juicio, a la luz del texto constitucional, la iniciativa resulta inadmisible, a pesar de que concuerdo plenamente con su fondo. Y adhiero a la petición de que se oficie a Su Excelencia el Presidente de la República, a fin de que envíe el proyecto respectivo.

El señor ROMERO.— Señor Presidente, por las mismas razones dadas por el Honorable señor Otero, me pronuncio por la inadmisibilidad de la moción, dejando expresa constancia de que el fondo de la misma me parece perfectamente atendible, por lo que concuerdo en que se envíe el oficio sugerido.



—Se declara inadmisible la moción (24 votos contra 11).



Votaron por la inadmisibilidad los señores Alessandri, Bitar, Calderón, Díaz, Diez, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Hamilton, Hormazábal, Huerta, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Otero, Páez, Pérez, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Thayer, Valdés, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la admisibilidad los señores Cantuarias, Feliú, Fernández, Horvath, Larraín, Letelier, Martin, Piñera, Ríos, Siebert y Sinclair.

El señor VALDÉS (Presidente).— Algunos señores Senadores han propuesto oficiar a Su Excelencia el Presidente de la República, solicitándole considerar la derogación de la Ley N° 19.030.



¿Habría acuerdo para proceder de esa forma?

El señor HAMILTON.— ¡No, señor Presidente!

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— No hay acuerdo.

El señor BITAR.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor BITAR.— Lo que propuse fue solicitar al Primer Mandatario que considere las políticas más apropiadas en materias energéticas —incluido, naturalmente, el Fondo de Estabilización—; realice una evaluación y plantee sugerencias específicas. No estoy de acuerdo con una solicitud de eliminación de dicho Fondo.

El señor HORMAZABAL.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, el Comité Demócrata Cristiano estima que es perfectamente comprensible que haya opiniones diversas sobre esa legislación. No discutimos sobre la existencia del Fondo. Pero la administración y gobierno del país corresponden al Ejecutivo. Y no pensamos que en este momento el Senado disponga de los antecedentes necesarios como para decidir respecto de la conveniencia de un proyecto de esa naturaleza. Por lo tanto, los distinguidos señores Senadores que tienen esa preocupación pueden hacer uso de su derecho de enviar un oficio como el propuesto, en su nombre o en el de su respectivo Comité, o invitar a la respectiva Comisión, al señor Ministro de Minería —la autoridad competente y adecuada, que siempre ha estado disponible para debatir éstos y otros temas—, a fin de que pueda dar a conocer la evaluación del Gobierno sobre el particular. Si tenemos órganos especializados y caminos apropiados, no me parece prudente que el Senado tome una decisión apresurada sobre un tema tan trascendente.

El señor VALDÉS (Presidente).— No existiendo unanimidad, los señores Senadores que deseen hacer la petición referida pueden oficiar, en su nombre, a Su Excelencia el Presidente de la República, pero no en el de la Sala.



Queda terminada la discusión de este tema.

______________

El señor LETELIER.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LETELIER.— Deseo saber qué se va a resolver en definitiva sobre la forma en que se tramitará la contienda de competencia suscitada entre el señor Contralor y la Corte de Apelaciones de Santiago. Porque, si se mantiene el acuerdo de los Comités, se estaría vulnerando el artículo 159 del Reglamento, el cual, en su inciso segundo, señala: "Con todo, la votación será siempre pública tratándose del ejercicio de las atribuciones del Senado contempladas en los números 1), 2) y 3) del artículo 49 de la Constitución Política.". Y ese número 3) dice: "Conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia;".



Por otra parte, lo que va a hacer el Senado el día de la vista de la causa —por así decir— es escuchar en sesión secreta los alegatos de quienes sustenten una u otra teoría. Pero, en definitiva, la votación no puede ser secreta, porque en la resolución que se adopte deben consignarse los nombres de los que sustentan el fallo de mayoría y de quienes emitieron votos disidentes. Si la votación es secreta, no se sabrá quién vota por una u otra tesis.

El señor VALDÉS (Presidente).— Su Señoría ha dado lectura a disposiciones, tanto del Reglamento como de la Constitución Política, que son muy claras. Sin embargo, quiero hacer presente que los Comités pueden dejar sin efecto una norma reglamentaria.

La señora FELIÚ.— ¡No, señor Presidente!

El señor VALDÉS (Presidente).— El inciso segundo del artículo 17 del Reglamento dice: "En casos calificados, la unanimidad de los Comités puede suspender la aplicación de una disposición reglamentaria, para un asunto concreto, de lo que se dejará constancia en el acta.".

La señora FELIÚ.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LARRAÍN.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— El Reglamento establece que no es materia de discusión los acuerdos de los Comités. Por lo tanto, éstos tienen derecho a solicitar una reunión para revisar el tema, pero no pueden debatirse en la Sala las resoluciones de aquéllos.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, denantes anuncié que el Comité Demócrata Cristiano está disponible para discutir la materia. Sin embargo, sugiero que continúe la sesión y, posteriormente, si los Comités unánimemente desean revisar el tema, emplear dicho procedimiento, que también es reglamentario; y la resolución se sometería oportunamente a la Sala en caso de acreditarse la condición exigida.

El señor LARRAÍN.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— No son materia de discusión los acuerdos de Comités.

El señor LARRAÍN.— Aquí se ha señalado que existió unanimidad de los Comités al respecto, pero, en realidad, no la hubo. En consecuencia, para los efectos reglamentarios de que se trata, ese acuerdo no sería válido. En todo caso, si hay ánimo de revisarlo...

El señor VALDÉS (Presidente).— No es efectivo, señor Senador.

El señor LARRAÍN.— No hubo acuerdo unánime.

El señor VALDÉS (Presidente).— No hubo opinión en contra en la reunión de Comités...

El señor CANTUARIAS.— Existió acuerdo, pero hubo opiniones en contra. El Senador Piñera y quien habla dijimos que preferíamos que la votación fuese pública.

El señor LARRAÍN.— Señor Presidente, si es posible revisar el tema, podemos obviar el problema.

El señor VALDÉS (Presidente).— Lo señalado por el Honorable señor Cantuarias es efectivo, pero en Secretaría quedó constancia del acuerdo.



Realmente, resulta muy difícil trabajar si se discuten los acuerdos de Comités en cuanto a si hubo o no mayoría, pues perdemos todo el ordenamiento.



No procede debatir al respecto y, por lo tanto, la materia en cuestión se tratará en una próxima reunión de Comités, en donde corresponde resolver acerca de si deja sin cumplimiento una disposición reglamentaria vigente.

La señora FELIÚ.— Señor Presidente, pero, en ese caso, deberá señalarse en forma explícita cuál es la norma reglamentaria cuya aplicación se suspenderá. Eso dice el artículo.

El señor VALDÉS (Presidente).— Eso es una formalidad a la cual se le puede dar aplicación. Sin embargo, las formalidades no pueden constituir un obstáculo para tomar un acuerdo tan importante sobre una materia que debemos resolver en corto plazo. De manera que convoco a reunión de Comités al término de esta sesión.

El señor OTERO.— Excúseme, señor Presidente. Eso viola los precedentes del Senado. Hubo dos contiendas de competencia que fueron conocidas por esta Corporación, las cuales se debatieron y votaron públicamente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Deseo que los Comités hagan presentes esos argumentos en la reunión que sostendrán. No hay más discusión sobre esta materia en la Sala.

AUTORIZACIÓN A COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACION PARA SESIONAR PARALELAMENTE 

CON LA SALA
El señor VALDÉS (Presidente).— Si no hubiere oposición, se autorizará a la Comisión de Gobierno para sesionar simultáneamente con la Sala, porque debe concurrir a una Comisión Mixta.



Acordado.

BENEFICIOS A PROPIETARIOS DE PREDIOS DERIVADOS

DE REFORMA AGRARIA
El señor MATTA.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Matta.

El señor MATTA.— Señor Presidente, deseo pedir que se consulte el parecer de la Sala a fin de que pueda ingresar a ella el señor Subsecretario de Agricultura, don Alejandro Gutiérrez.

El señor VALDÉS (Presidente).— Solicito autorización de la Sala para que pueda acompañar al señor Ministro de Agricultura el señor Subsecretario de dicha Cartera, don Alejandro Gutiérrez.



Acordado.



Corresponde tratar en particular el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga determinados beneficios a los propietarios de predios derivados del proceso de la Reforma Agraria, con segundos informes de las Comisiones de Agricultura y de Hacienda, y cuya urgencia fue calificada de "Suma".

—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:
Proyecto de ley:
En segundo trámite, sesión 9a, en 5 de julio de 1994.
Informes de Comisión:
Agricultura, sesión 15a, en 21 de julio de 1994.
Hacienda, sesión 15a, en 21 de julio de 1994.
Agricultura (segundo), sesión 2a, en 5 de octubre de 1994.
Hacienda (segundo), sesión 2a, en 5 de octubre de 1994.
Discusión:
Sesiones 18a, en 4 de agosto de 1994 (queda para segunda discusión); 19a, en 9 de agosto de 1994 (se aprueba en general).
El señor LAGOS (Prosecretario).— El proyecto tuvo origen en un mensaje. En los informes de ambas Comisiones se deja constancia, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, de que los artículos 2, 3, 4, 5 y 6 no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo cual corresponde darlos por aprobados.



—Se aprueban.

El señor LAGOS (Prosecretario).— En seguida, se hace presente que la indicación número 5 se rechazó, pero ella puede ser renovada con la firma de diez o más señores Senadores o por Su Excelencia el Presidente de la República, en su caso. Se deja establecido también que las indicaciones números 1, 6, 7, 8 y 9 fueron declaradas inadmisibles y que no hubo indicaciones retiradas.



La Comisión de Agricultura propone en su informe acoger el proyecto aprobado por la de Hacienda, con las siguientes modificaciones: en el inciso primero del número 2 del artículo 1°:



a) Eliminar la expresión "o en fecha posterior", y



b) Intercalar, a continuación de las palabras "no sean propietarios", la expresión "sin considerar la casa propia que constituya su hogar doméstico", entre comas.

El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión.

El señor HORMAZABAL.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, quiero intentar una vez más convencer a mis Honorables colegas de que hagamos un esfuerzo para transmitirnos nuestras ponencias.



A partir de un equívoco lamentable, en el segundo informe no figura una indicación formulada por el Senador señor Lavandero al discutirse el primer informe de la Comisión de Hacienda, la cual tenía por objeto que los beneficios de que se trata se dieran sólo a los propietarios de una parcela. El proyecto —como se sabe— favorece a quienes poseen hasta dos predios.



En su oportunidad, se rechazó la proposición de dicho Senador en el primer informe y, en el segundo, por las razones a que me he referido antes, no se alude a ella. Hice presente en la reunión de Comités la necesidad de permitirnos el espacio para quienes consideramos que este proyecto es exagerado en cuanto al número de personas favorecidas. Hubo buena disposición de muchos de mis Honorables colegas, pero desgraciadamente ello no pudo materializarse.



Por eso, solicito nuevamente al Senado tener en cuenta que, según los antecedentes contenidos en el informe, con la buena intención de otorgar un beneficio a una cantidad importante de chilenos que lo necesitan, el Estado está dejando de percibir 200 millones de dólares —esto es, "un CODELCO entero"— en un lapso progresivo hasta el año 2011; pero ocurre que se favorece a un número reducido de ciudadanos. En efecto, los propietarios de hasta una parcela son 31 mil y los de dos predios, 1.379. Según el análisis hecho, aparecen cifras que no concuerdan, porque en los primeros momentos, producido el cambio, se entregaron...

El señor ROMERO.— ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor HORMAZABAL.— No quiero ser interrumpido en este momento, señor Presidente.

El señor ROMERO.— Ocurre que está fundamentando algo sin la aprobación de los Comités ni de nadie.

El señor VALDÉS (Presidente).— Estamos en debate, señor Senador.

El señor HORMAZABAL.— Por lo tanto, señor Presidente, quiero fundamentar...

El señor ROMERO.— Pero el Honorable señor Hormazábal no puede entrar a debatir algo que no figura en el informe, señor Presidente. ¡Es un abuso!

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, si el Honorable señor Romero tuviera la gentileza de escuchar, al igual que otros Senadores la tenemos con él, yo continuaría usando de la palabra. Deseo volver a plantear el tema en la Sala.



Como he escuchado a señores Senadores de distintos partidos que entienden que esta situación es una señal inadecuada, con el propio Honorable señor Romero, que me interrumpe —sé que lo hace de modo fraternal, pero es parte de su vehemencia—, hemos presentado una indicación.

El señor ROMERO.— ¡Es lo más increíble, señor Presidente! ¡Está abusando!

El señor VALDÉS (Presidente).— Honorable señor Romero, le ruego no interrumpir.

El señor ROMERO.— Pido al señor Presidente que me conceda una pequeña interrupción.

El señor VALDÉS (Presidente).— Su Señoría también tendrá oportunidad de intervenir, pero el dar una interrupción es facultad del Honorable señor Hormazábal, y no desea hacerlo.

El señor HORMAZÁBAL.— ¡Por favor, entiendo que el Honorable señor Romero ha llevado una vida muy agitada en estos días! Yo lo ayudaría a comprender, señor Presidente.



En consecuencia, por eso mismo, junto con el señor Senador planteamos la indicación sobre la cual el señor Presidente acaba de informar, la que la Comisión declaró inadmisible. Anteriormente tuvimos un largo debate sobre si era posible o no que un proyecto entero fuera declarado inadmisible. Los antecedentes son claros.



Creo, señor Presidente, que hubo razones de fondo para adoptar esa decisión respecto de la indicación del Honorable señor Romero y del Senador que habla —no somos perfectos, pero a él se le nota mucho más que a mí—, pero, desde ese punto de vista, creo que ha sido adecuado el juicio que se ha dado en esta Corporación.

El señor ROMERO.— ¡La verdad es que está festinando el debate!

El señor HORMAZÁBAL.— Lo que quiero decir, señor Presidente,...

El señor ROMERO.— No hay acuerdo para abrir debate sobre esta materia. Y punto.

El señor HORMAZÁBAL.— El Honorable señor Romero, a pesar de mis intentos de demostrar que está calmado, actúa en forma contraria.



Consideramos inusual el tratamiento dado al proyecto, porque el año pasado despachamos otra ley, y tres mil chilenos confiaron en lo que, como legisladores, hicimos. Y esa iniciativa condonaba sus deudas en 40 por ciento. Tres mil chilenos pagaron una cantidad equivalente a más de 10 mil millones de pesos, y ocurre que ellos, que aprovecharon el beneficio que les otorgaba la legislación aprobada unánimemente por nosotros, hoy día se encuentran sorprendidos al imponerse de que viene una nueva ley que establece que a los que no pagaron —tal vez porque no pudieron, o porque las condiciones de la ley no eran las apropiadas— se les perdona todo. Y quienes pagaron sienten que ha sido burlada la fe pública, materia sobre la cual el legislador debe tener especial preocupación en no transigir.



Señor Presidente, en virtud de estos antecedentes, atendido el hecho de que 200 millones de dólares en ocho años no es una cantidad despreciable para este país, y de que más de tres mil chilenos confiaron en la legislación dictada por este Parlamento, cuyas reglas del juego han sido cambiadas, solicito a la Sala que se me permita presentar ahora la indicación que reduce el beneficio a los propietarios de una sola parcela. Y si hay mayoría para rechazarla, no hay ningún problema, y se habrá dado oportunidad a un modesto Senador de la República para expresar su opinión sobre el particular. Si no es así, señor Presidente, quisiera reservarme el derecho de que se oficie, en mi nombre, al Presidente de la República, para que vete este proyecto porque, a mi juicio, aquí hay cientos de miles de compatriotas que deben cuotas CORVI, que mantienen créditos con INDAP, que deben créditos de distinta naturaleza, que son más pobres, que están más abandonados y que necesitan más recursos que aquellos chilenos que podrían recibir un beneficio más allá de lo que correspondería con una sola parcela.



Mi modesta petición es para que el Senado de la República permita presentar esa indicación que, tal vez, sólo obtenga el voto de este humilde servidor.

El señor ROMERO.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Creo que el Honorable señor Romero tiene cierta preferencia para usar de la palabra.

El señor ROMERO.— Lo agradezco, señor Presidente, porque lo cierto es que en esta Sala nos estamos acostumbrando a utilizar abusivamente los tiempos para fundamentar situaciones que no corresponden, y para hacer bromas —no sé si simpáticas, a veces, o no—, pero es indudable que se está desvirtuando la seriedad con que debemos analizar esta materia.



El tema de fondo fue planteado en este recinto. El Senado se pronunció definitivamente respecto de una materia al tratar un proyecto en que el propio Ejecutivo consideraba dos parcelas. Sin embargo, uno de los señores Senadores —que hace uso abusivo de la palabra—, permanentemente está tratando de demostrar su progresismo, anunciando que pedirá al Ejecutivo que vete su propio proyecto, en el que se beneficia también a propietarios de dos parcelas, y que lo reduzca a los dueños de una parcela.



Realmente, pienso que no podemos seguir trabajando en un Senado donde se hacen malabarismos de palabras y de expresiones, que a mi entender, no tienen futuro alguno.



Si debatimos seriamente esta materia deberemos considerar, primero, la existencia de un proyecto del Ejecutivo que se refería a dos parcelas, y segundo, que había un acuerdo —reconocido por el propio Ministro presente en la Sala— respecto de ese número. Por tanto, no podemos seguir perdiendo el tiempo. La opinión pública tiene derecho a juzgar si efectivamente estamos atendiendo la cantidad de proyectos que Corresponde.



Yo no doy el acuerdo, señor Presidente, para que una materia que no está en el informe se vuelva a debatir, en circunstancias de que ella fue ya discutida y rechazada en su oportunidad. 



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.— Lamento en esta oportunidad no estar de acuerdo con uno de mis Honorables colegas que me antecedió en el uso de la palabra, porque estimo que es bueno decir aquí, con bastante propiedad, que este proyecto no beneficia a grandes propietarios. Eso hay que plantearlo, de una vez por todas. Esa gente que compró numerosas parcelas, las pagó, y hace mucho tiempo. O sea, no están afectas. Por lo tanto, con esta iniciativa no estamos castigando ni premiando a nadie. Por lo menos, ésa es la experiencia que tengo sobre esta materia.



La situación que preocupa a algunos señores Senadores —con legítima razón— ya no tiene remedio. Si cometieron abusos quienes adquirieron diez, veinte, treinta o cuarenta parcelas —y los hubo—, ya las compraron, lamentablemente, y ya no hay nada que hacer en ese aspecto. Y eso no lo soluciona ni éste ni otro proyecto. Procesalmente tampoco es posible resolver el asunto, porque las acciones están absolutamente prescritas.



Podrán ser segundos, o terceros —y eso es lo que molesta, posiblemente, con legítimo derecho a algunos de los beneficiados—, pero me consta, por lo menos respecto de mi zona, que se trata de pequeños, propietarios. No es cierto que sean ricos ni  es efectivo que son personeros de la industria o de la agricultura, o profesionales, porque ésos, cuando compraron parcelas de agrado, las pagaron, porque tenían plata.



Aquí estamos hablando realmente de pequeños propietarios. Se trata —lo he observado en el terreno— de pequeños campesinos que trabajan con todo su grupo familiar, en forma esforzada y estoica. En lo que concierne a los propietarios de dos parcelas, a mi entender, no hay ningún rico. Estoy convencido de que los que compraron más parcelas, las pagaron, porque contaban con dinero.



Ahora, ¿quiénes son estas personas que pueden beneficiarse con dos parcelas? No tengo reparos en decir que son pequeños medieros, mayordomos, pequeños minifundistas, quienes, con mucho esfuerzo —como lo hemos comprobado los que vivimos en sectores agrícolas—, se endeudaron para adquirirlas. Y, por favor, trabajan de sol a sol. Son personas comprometidas con INDAP, porque no pueden operar con los bancos, y que reciben pequeños créditos que les hacen sufrir, porque no logran solucionar los problemas con ellos.



Quiero hacer una última reflexión. Si hay oposición para que sean dos parcelas las beneficiadas, ¿se estaría dispuesto a establecer que la primera —la saneada—, es inembargable? ¿Qué ocurre si la segunda parcela se remata por deudas, y por una cantidad inferior al monto de ella? Se tiene que rematar entonces la primera parcela y ese parcelero se queda sin nada.



Por eso, señor Presidente, con mucho respeto, pero con el mayor énfasis, porque conozco el sentir y la inquietud de los sectores agrícolas que represento ante el Senado, soy partidario, sin ninguna aprensión, de que el beneficio se otorgue a estos pequeños agricultores poseedores de dos parcelas. 



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— O sea, no ha habido acuerdo para autorizar la reapertura del debate sobre la indicación presentada con motivo del primer informe, como lo ha solicitado el Honorable señor Hormazábal.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, acepto la determinación, si no existe la unanimidad requerida.

El señor LAGOS (Prosecretario).— En su segundo informe, la Comisión de Agricultura propone eliminar, en el artículo 1°, N° 2, inciso primero, la expresión "o fecha posterior". Asimismo, sugiere intercalar en el mismo precepto, a continuación de las palabras "no sean propietarios", la expresión "sin considerar la casa propia que constituya su hogar doméstico", entre comas.



Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas ambas enmiendas...

El señor HORMAZABAL.— Con mi abstención, señor Presidente, para los aspectos simbólicos.

El señor VALDÉS (Presidente).—..., con la abstención del Senador señor Hormazábal.



Aprobadas.



Por lo tanto, queda despachado el proyecto.



Debo hacer presente que, por acuerdo de Comités, el proyecto signado con el número 2 será tratado el martes 18 de octubre.

MODIFICACIÓN DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES EN LO RELATIVO A LA SEGURIDAD

 DE LA COMUNIDAD
El señor VALDÉS (Presidente).— A continuación, corresponde tratar el proyecto de la Cámara de Diputados que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, facultándolas para ejercer funciones y colaborar con las autoridades competentes en materias relativas a la seguridad de la comunidad, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Debo hacer presente que esta iniciativa requiere de quórum de ley orgánica constitucional.

—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:
Proyecto de ley:
En segundo trámite, sesión 22a, en 11 de enero de 1994.
Informe de Comisión:
Gobierno, sesión 31ª, en 7 de septiembre de 1994.
El señor LAGOS (Prosecretario).— La Comisión de Gobierno propone aprobar el proyecto de la Cámara de Diputados con las modificaciones que indica.

El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Huerta.

El señor HUERTA.— Señor Presidente, este importante proyecto de ley, con rango de ley orgánica constitucional, entre otras de sus relevantes normas, viene a regularizar y a dar el debido respaldo jurídico a acciones de hecho que las municipalidades han venido ejerciendo en beneficio del orden público, la seguridad ciudadana y el bien común.



Desde este punto de vista, deseo enfatizar y destacar que, respecto de la letra m) que se propone agregar al artículo 4°, la Comisión optó por reemplazarla por otra cuyo texto corresponde a la indicación que Su Excelencia el Presidente de la República había formulado sobre esta materia. Esto es, que los municipios podrán desarrollar con otros órganos de la Administración funciones relacionadas con la ejecución de acciones para la coordinación y colaboración en materias sobre seguridad ciudadana.



En cuanto al N° 2 del artículo único, se modifica la letra g) del artículo 5° del texto vigente, con el propósito de excluir las nuevas funciones de seguridad ciudadana asignadas al municipio, del límite del 7 por ciento del presupuesto municipal al que están sujetas las subvenciones que aquél efectúe en conformidad a las leyes vigentes.



Esta norma se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, en el entendido de que con ella se hace un eficaz aporte y constituye una útil herramienta para apoyar la labor de protección de seguridad de las personas y sus bienes.



Al respecto, como quedó de manifiesto en la Comisión, y por especial interés del Senador que habla, se estimó necesario dejar establecido, para el momento de aplicar la nueva normativa, que la exclusión del límite referido a las funciones que viene a establecer la letra m) del artículo 4° debe favorecer en especial a las instituciones encargadas de su cumplimiento, entre ellas, Carabineros de Chile. No es inconveniente para ello el hecho de que Carabineros no tenga personalidad jurídica propia. En este sentido, los aportes estarían encaminados a favorecer la función que se realiza, sin atender a la naturaleza de la institución receptora. Es mi deseo que de esto quede constancia en la Versión.



En esta forma, estaríamos frente a un paso muy positivo en beneficio de la seguridad de las personas y sus bienes, por lo que ruego a los Honorables colegas que tengan a bien prestar su aprobación a este esfuerzo en beneficio de la comunidad, respecto de lo cual todos estamos dispuestos a contribuir en forma efectiva y en el menor plazo posible, dada su trascendente importancia.



He dicho.

El señor RIOS.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la Honorable señora Carmen  Frei.

La señora FREI (doña Carmen).— Señor Presidente, el proyecto de ley en debate consta de un artículo único, por lo que solicito votarlo en general y en particular a la vez.



Tal como lo han visto los señores Senadores, se trata de una iniciativa sencilla que recoge las preocupaciones muy sentidas y generales de la población en cuanto a su seguridad personal. Y tiene por objeto que los municipios asuman, cuando la persona lo solicite, su defensa y la de sus familiares cuando han sido víctimas de delitos graves —como lo establece su articulado—, tales como homicidio, lesiones, violaciones, abusos deshonestos, robos, hurto o secuestro.



Muchas veces estos problemas los afronta una familia que carece de recursos. Y como deseamos que los municipios sean entes que ayuden a la gente en sus necesidades más importantes, nos parece que estamos en presencia de un proyecto altamente solidario y muy adentrado en el espíritu de lo que las personas quieren.



Cuando se trató esta iniciativa en la Comisión, hubo algunas discusiones, porque, tal como lo expresó el Honorable señor Huerta, no quedaba bien claro el papel de Carabineros y del personal de Investigaciones. Me parece que ese aspecto quedó muy bien redactado, porque se faculta a los municipios para realizar acciones destinadas a coordinar y colaborar con las autoridades competentes en materias relacionadas con la seguridad ciudadana.



Personalmente, estuve preocupada de este proyecto, porque no me parecía propio que a los municipios se les entregara la ejecución de acciones para la prevención en materia de seguridad ciudadana que interfirieran en una labor que es de competencia exclusiva y excluyente de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones.



La Municipalidad, sí, puede llevar a cabo acciones tendientes a la coordinación y colaboración con esos órganos, pero no asumir el ejercicio de funciones que no le corresponden.



Tocante a la defensa judicial de las personas afectadas, en la que intervendrían los municipios cuando éstas lo requieran, me parece que ese aspecto quedó claro y muy bien acotado.



Como ya lo manifesté, solicito al señor Presidente, por cuanto se trata de un proyecto de artículo único, que sea discutido, como lo propone la Comisión, en general y particular a la vez.



He dicho.

El señor RÍOS.— Señor Presidente, quiero formular una consulta a la Mesa.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor RIOS.— Señor Presidente, el proyecto en discusión es de rango orgánico constitucional. Como en esta oportunidad la aprobación requiere el voto favorable de a lo menos 25 señores Senadores, tengo dudas de que podamos reunir ese quórum.



Por consiguiente, solicito dejar pendiente la iniciativa, para que sea tratada en el primer lugar de la tabla del próximo martes, y que ahora avancemos en el despacho de la tabla. Si no, haremos toda clase de planteamientos, discutiremos el tema y, finalmente, no habrá quórum necesario para la aprobación.

El señor VALDÉS (Presidente).— Hago presente a Su Señoría que hay una Comisión funcionando, autorizada por la Sala. Si, además, se tocan los timbres, para llamar a los señores Senadores a votar, me parece que podría reunirse el quórum requerido.



Tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, quiero recoger la petición formulada por el Senador señor Ríos, porque algunos Honorables colegas me manifestaron su opinión en el sentido de que resulta conveniente un examen un poco más tranquilo de la iniciativa. Estimo adecuado que se tome un acuerdo unánime al respecto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la Honorable señora Frei.

La señora FREI.— Señor Presidente, obviamente, acepto el planteamiento del Senador señor Hormazábal, no obstante haber solicitado a la Mesa que decretase la discusión en general y particular a la vez.



Empero, quiero insistir —y muy bien lo señaló el Senador señor Huerta— en que de este proyecto no surge ninguna duda, ni cabe la posibilidad, de que los municipios tengan cuerpos propios que ejerzan funciones policiales. De manera que ese punto, que me parece que es el que más nos preocupó a algunos miembros de la Comisión, quedó bastante resguardado. Esto no obsta a que si algún señor Senador quiere estudiar más la materia, pueda hacerlo hasta el próximo martes; pero quiero asegurar a Sus Señorías que la inquietud a que hago referencia carece de fundamento.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.— Señor Presidente, no va a ser posible tratar el proyecto el próximo martes, porque, si no me equivoco, la sesión de ese día está destinada a conocer de las contiendas de competencia promovidas por el señor Contralor General de la República.



Por consiguiente, como su tratamiento quedaría muy postergado, ¿no sería posible intentar reunir el quórum y solicitar, además, al Senador señor Hormazábal deponer su insistencia en postergar la discusión, a fin de no atrasar el despacho de un proyecto respecto del cual todos estamos de acuerdo?

El señor VALDÉS (Presidente).- Señores Senadores, considero delicado el asunto. Porque la iniciativa cuenta con informe unánime de la Comisión respectiva; se encuentra en tabla; no se han formulado nuevas indicaciones; es de artículo único, y aún no hemos hecho el intento, que puede ser feliz, de reunir el quórum necesario para su aprobación. La posibilidad que ahora se plantea implicaría quedar frustrados en medio de la tramitación normal de un proyecto de esta entidad.



Tiene la palabra el Honorable señor Huerta.

El señor HUERTA.— Señor Presidente, en tres oportunidades este proyecto ha quedado "haciendo el 1". Y, por la "suma" urgencia con que han llegado otras iniciativas, se ha ido postergando su despacho.



La materia que nos ocupa influye en la seguridad de las personas. Se trata de situaciones de hecho, que se regularizarán. De manera que, habiéndose perfectamente aclarado en la Comisión, donde hubo unanimidad, lo relativo a que la municipalidad no contará con cuerpos propios que ejerzan funciones de policía —no volveremos a la situación del año 28—, considero conveniente finalizar en esta oportunidad la discusión de la iniciativa y votarla a favor.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RIOS.— Señor Presidente, el proyecto en debate es muy interesante e importante para todo el proceso de responsabilidad ciudadana que tienen los municipios de nuestro país.



Los cuatro preceptos más relevantes, desde mi punto de vista, de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, que son los artículos 3°, 4°, 5° y 6°, determinan una serie de acciones propias del gobierno comunal que necesariamente debían completarse con los aspectos referidos a la seguridad ciudadana.



El artículo 3° de dicho cuerpo normativo habla de las funciones y responsabilidades privativas de los municipios.



El artículo 4°, que es el que se modifica, señala funciones relacionadas con acciones que el municipio puede desarrollar en ámbitos distintos a lo propiamente municipal. Por eso, se refiere a la asistencia social, la salud pública, la protección del medio ambiente, la educación y la cultura, la capacitación y la promoción del empleo, etcétera.



Sin embargo, en lo tocante al resguardo de la seguridad ciudadana en su respectiva área jurisdiccional, la municipalidad no contaba con la función de prestar la asistencia judicial necesaria a todas las personas que sufren actos como los recordados por la Senadora señora Frei y que, naturalmente, derivan siempre en acciones de carácter penal.



Por tal motivo, a los cometidos que la municipalidad "podrá desarrollar" —o sea, el texto no la obliga— se agregan, entonces, dos nuevas letras, tocantes a la defensa judicial de las personas víctimas de los delitos de homicidio, lesiones, violación, etcétera, y a la ejecución de acciones destinadas a la coordinación y colaboración con las autoridades competentes en materias relativas a la seguridad ciudadana.



Esos dos elementos son la base esencial de la iniciativa.



Un segundo aspecto, que también es importante, dice relación al artículo 5° de la ley, en lo relativo al otorgamiento de subvenciones, en un porcentaje máximo, a las distintas instituciones con personalidad jurídica existentes en la respectiva comuna. En este caso, a las excepciones contempladas a ese respecto en la misma norma se agregan las subvenciones y aportes que proceda otorgar para apoyar el plan de seguridad ciudadana.



En consecuencia —repito—, el proyecto es muy positivo e interesante, fortalece la gestión municipal, resuelve cientos de problemas de carácter penal y corresponde a una aplicación moderna del municipio.



Los Diputados señores Espina, García Ruminot, Munizaga, Prokurica, Cantero, Galilea, Álvarez Salamanca, Pérez y Ribera, quienes son sus autores, contaron ya en la Cámara de Diputados con una aprobación unánime. Y hoy esperamos que en el Senado ocurra lo mismo.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Hago presente a Sus Señorías que ahora tenemos el quórum necesario para aprobar la iniciativa.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, para nosotros, no se trata de un problema de quórum. Un señor Senador de mi bancada planteó, legítimamente, su interés en disponer de tiempo suficiente para presentar indicaciones o en la posibilidad de debatir la materia en la próxima sesión.



Con las explicaciones dadas por la Honorable señora Frei y lo que examiné del informe, en lo personal no tengo observaciones que hacer al proyecto. Pero lo que solicito se incluye dentro del espíritu que a mi juicio debe reinar en el Senado, en el sentido de que debe darse la posibilidad para el análisis adecuado de las iniciativas.



La Comisión, en su informe, pide que, dadas las características del proyecto, sea discutido en general y en particular a la vez, a diferencia de lo que ocurrió en el debate anterior. Es decir, tendría que votarse hoy en general y en particular. Y se trata de una iniciativa de quórum orgánico constitucional.



Por consiguiente, una vez más, quiero sumarme a la petición formulada por el Senador señor Ríos en orden a tratar este asunto en la sesión siguiente. Ahora, si en esa oportunidad debemos resolver lo relativo a las contiendas de competencia, entonces, lo debatiremos a continuación. Pero una materia de esta naturaleza puede esperar. Y es lo que me permito solicitar al Senado.

El señor VALDÉS (Presidente).— Habría que votar, sin embargo, en general el proyecto, para posteriormente presentar indicaciones. Porque, si no, demoraremos indefinidamente su despacho.



Advierto que no habrá tiempo para tratarlo el próximo martes, porque el acuerdo adoptado señala que ese día lo dedicaremos enteramente a conocer de las contiendas de competencia. De manera que cabe aprobarlo ahora en general.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, me parece que eso es lo más apropiado. Y se puede fijar plazo hasta el próximo martes, a mediodía, para la presentación de indicaciones.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, así se acordará.



Acordado.



—Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 27 señores Senadores.

MODIFICACIÓN DE DECRETO LEY N° 2.695, DE 1979
El señor VALDÉS (Presidente).— En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables señores Ruiz-Esquide y Andrés Zaldívar, a la que adhirieron los Senadores señores Horvath y Matta, que modifica el Decreto Ley N° 2.695, de 1979, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:
Proyecto de ley: (moción de los señores Ruiz-Esquide y Zaldívar, don Andrés)
En primer trámite, sesión 3a, en 7 de junio de 1994.
Informe de Comisión:
Medio Ambiente y Bienes Nacionales, sesión 31a, en 7 de septiembre de 1994.
El señor LAGOS (Prosecretario).— La Comisión hace constar que aprobó en general la iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes, consenso que también alcanzó al debatir las disposiciones en particular.



Pese a tratarse de un proyecto de artículo único, debe ser analizado, primero, en general. Puede adelantarse que se han recibido diversas indicaciones.

El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.

El señor HORVATH.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORVATH.— Señor Presiden
te, en términos generales, el decreto ley N° 2.695, hoy vigente, tuvo como motivación el saneamiento de títulos mediante un procedimiento especial y rápido. En efecto, una gran cantidad de terrenos urbanos y rurales en el país — principalmente estos últimos — no tienen un título de propiedad en regla, por lo cual su situación requiere trámites bastante engorrosos, caros y, además, la intermediación de abogado.



Por ello, la iniciativa en análisis establece entre sus objetivos que, en casos calificados, el Ministerio de Bienes Nacionales podrá acceder a un procedimiento distinto para sanear títulos, cumpliendo ciertas normas contempladas en la ley vigente. Además, se da un plazo de oposición no superior a un año, en el evento de haber alguna irregularidad u otros derechos previos que hacer valer.



La verdad es que en la aplicación de esta ley ha habido problemas. Muchas veces, los afectados ignoran que otros están procediendo a sanear títulos al amparo de ella, por cuanto los mecanismos de aviso no son eficientes, particularmente en zonas aisladas, o en el caso de gente que no tiene acceso al Diario Oficial o a otras publicaciones de circulación nacional.



En ese contexto surge esta moción de los Senadores señores Andrés Zaldívar y Ruiz-Esquide, a la cual adherimos el Honorable señor Matta y el Senador que habla, porque teníamos inquietudes en el mismo sentido, en cuanto a perfeccionar, con un fin preventivo, un mecanismo que permita a los posibles afectados reaccionar en términos oportunos y económicos.



Ahora, yendo al detalle del proyecto y al origen de la moción, cabe señalar que, en el fondo, lo que se pretende es que si se presenta oposición o querella, no pueda prosperar, si es acogida, el proceso de inscripción establecido en los artículos 12 y 14 del referido cuerpo legal. 



Por otro lado, a raíz de la discusión habida en la Comisión, y de los aportes que hicieron los Parlamentarios y, principalmente, el Ejecutivo, se fue perfeccionando el resto del articulado, dejándolo en consonancia con los términos jurídicos generales vigentes para estos efectos.



Entre las modificaciones con sentido preventivo, deseo destacar las que inciden en el artículo 10, que aseguran que los posibles afectados sean informados a tiempo. Para ello, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá requerir información, en forma rápida, a los Servicios de Impuestos Internos, de Registro Civil e Identificación, y Electoral. Además, la comunicación a las personas aludidas —que puede que no sean ubicadas— deberá ser seguida de una visita a terreno, de lo cual se dejará constancia en la unidad de Carabineros más cercana.



Con el mismo objeto de avisar a quienes puedan deducir oposición en forma oportuna, la norma vigente se ha perfeccionado por medio de un procedimiento que estimamos conveniente —en particular, para las áreas aisladas del país—, en el sentido de que las notificaciones legales sean complementadas con un mensaje radial. Es preciso recordar que en los sectores rurales alejados la radio constituye un mecanismo excepcional, por el cual la gente se entera a tiempo de las noticias y la información se traspasa rápidamente de un lugar a otro, lo que permitirá notificar a los interesados, quienes podrán reaccionar u oponerse, en el caso que corresponda.



También, cabe señalar que se aumenta de 30 a 60 días el plazo de oposición, justamente para permitir lo anterior, y que el necesario para la inscripción definitiva se pone en consonancia con la norma general de cinco años, en lugar de uno.



Tal es la iniciativa cuya aprobación general solicitamos.



El Senador señor Muñoz Barra me solicita una interrupción, con la venia de la Mesa.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.— Gracias, señor Presidente.



Deseo formular una consulta a mi Honorable colega y a los autores del proyecto. No sé si la información de que dispongo es errónea, pero, al parecer, aun cuando el Ministerio de Bienes Nacionales haya asignado un título de saneamiento de una propiedad urbana o rural, posteriormente, en el plazo de dos años, algún familiar o quien crea tener un derecho legítimo que hacer valer puede ejercer una acción al respecto, y el proceso se interrumpe, e inclusive, hasta se restituye el bien al propietario original. Mi pregunta es si eso está vigente o va a cambiar.

El señor HORVATH.— Es justamente lo que estaba explicando, señor Senador. El decreto ley N° 2.695 establece el plazo de un año para adquirir el dominio por prescripción. Y la verdad es que se ha detectado una serie de irregularidades, que, en el fondo, significan que se están montando procedimientos para sanear títulos en favor de terceros que no son los que realmente han ocupado los terrenos. Precisamente por tratarse de lapsos muy breves, ya que la oposición no se alcanza a formular dentro de treinta días, por falta de información oportuna, o porque el período de un año a contar de la inscripción es insuficiente, las personas son desalojadas, sin posibilidad de revertir el procedimiento.



Esta moción, con los perfeccionamientos señalados, corrige esos aspectos y evita una serie de injusticias que se están produciendo en el territorio nacional.



He dicho.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra, señor Senador.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Creo que la información proporcionada por el Presidente de la Comisión, el Honorable señor Horvath, es bastante completa; pero, como autor del proyecto, junto con el Senador señor Ruiz-Esquide, deseo explicar cuál fue el propósito perseguido.



Al presentar la moción, nuestro ánimo fue tratar de dar protección a los verdaderos dueños de tierras, frente a gente que, usando maliciosamente las disposiciones del decreto ley N° 2.695, pretendía apoderarse de sus propiedades. Hay muchos casos en que así ha sucedido. Y, en la medida en que el sistema de notificación es muy precario, como señaló el Honorable señor Horvath, se establecen diversas normas para aumentar la publicidad del mismo, de manera tal que quien pueda verse afectado tenga la posibilidad de reclamar de acuerdo con los procedimientos del referido cuerpo legal.



Además, se prolonga de uno a cinco años el lapso para dar por saneado el título, lo que beneficiará a los sectores campesinos más modestos, que muchas veces se dan cuenta de la situación una vez transcurrido el año y ya no pueden reaccionar para defenderse. Ha habido casos, en varias zonas del país, en los cuales este perjuicio se ha producido.



Por otro lado, se produce una contradicción —era lo que más me llamaba la atención—, consistente en que mientras, por una parte, el artículo 9° del decreto ley mencionado dispone que el que maliciosamente obtuviere el reconocimiento de la calidad de poseedor regular, de acuerdo con el procedimiento establecido, será sancionado penalmente, por otra, sólo queda la sanción penal, pues no se establece —es lo que se trata de subsanar— que el juez del crimen que compruebe el uso malicioso deje sin efecto la inscripción, es decir, el procedimiento para el saneamiento del título. Porque la pena tiene que comprender, también, el efecto principal, que es el daño que la persona provocó al usar maliciosamente el referido decreto ley para apropiarse de algo que no le correspondía.



En ese sentido, el proyecto cumple objetivos de saneamiento y —creo— da mayor  estabilidad, sobre todo a las propiedades rurales más alejadas. Si no nos ocupamos en esos aspectos, vamos a ver que seguirán produciéndose y aumentando ese tipo de situaciones.



Esa es la razón por la que presenté el proyecto. Y agradezco sinceramente el trabajo de todos los señores Senadores integrantes de la Comisión que preside el Honorable señor Horvath, como también el aporte que hizo el Ejecutivo, todo lo cual ha contribuido a mejorar la iniciativa.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor OTERO.— Perdón, señor Presidente. Yo la pedí hace mucho rato.

El señor VALDÉS (Presidente).— Excúseme, señor Senador, pero me confundí. ¡Son tantos los Zaldívar...!

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— ¡Sólo los suficientes...!



Cedo con el mayor gusto mi turno al Honorable señor Otero.

El señor OTERO.— Señor Presidente, el cuerpo legal que se pretende modificar es inconstitucional. Quiero dejar claro ese aspecto, que incluso está tratado en un informe de la Contraloría. El famoso decreto ley N° 2.695, de 1979, viola las normas de la Constitución Política de 1980 en materia de derecho de propiedad y permite que se prive del dominio de un bien raíz sin el debido proceso. Es lo que se ha explicado en esta sala.



Dicho decreto ley no está derogado. Y derogarlo va a costar muchísimo; habría que elaborar una nueva ley.



Entonces, estamos frente a un problema real: la legislación existe, está vigente. Alguien podría reclamar su inaplicabilidad; pero, de obtenerla, los efectos alcanzarían sólo al reclamante. Y la gran mayoría de pequeños propietarios perjudicados por las situaciones que dieron a conocer los señores Senadores que me precedieron en el uso de la palabra van a quedar en absoluta indefensión.



Opino que la ley en proyecto es utilísima, necesaria y urgente. La he revisado en detalle, y presenté indicaciones que espero puedan votarse ahora para permitir despachar en general y particular la iniciativa en esta sesión. Porque los problemas que se están suscitando son increíbles. Se ha creado una verdadera mafia para privar a la gente de su derecho de propiedad aprovechando que no permanece todo el día en el respectivo inmueble. La persona de repente se encuentra privada de éste sin jamás haber sido notificada ni tenido conocimiento de trámite alguno.



Por lo tanto, ésta es una materia —y felicito a los autores de la iniciativa— que el Senado debería resolver con la mayor urgencia.



En consecuencia, me permito pedir a los señores Senadores que aprobemos el proyecto en general y particular, conociendo de inmediato las indicaciones (se trata sólo de precisiones), para que pueda continuar su trámite con la urgencia que el caso requiere.



Repito: en mi opinión, el decreto ley N° 2.695, de 1979, viola la Carta Fundamental de 1980. Las modificaciones propuestas no le van a quitar su carácter inconstitucional, pero sí van a reparar en gran medida el mal que está produciendo su aplicación. Y, obviamente, cualquier Parlamentario podrá proponer en el futuro un proyecto que solucione realmente este problema jurídico. Pero despachar la iniciativa en debate es un imperativo urgente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.— Señor Presidente, estoy enteramente de acuerdo con la iniciativa, que, por lo demás, cuenta con aprobación unánime. Pero, además, tengo la impresión de que precisamente con la ley en proyecto dejan de tener justificación las prevenciones que hizo la Excelentísima Corte Suprema cuando, en sentencia de 8 de junio de 1990, declaró que el decreto ley en cuestión no era constitucional porque violaba las garantías del derecho de propiedad establecidas en el mecanismo de posesión y dominio que fija el Código Civil.



El proyecto que ahora tratamos, al exigir, como requisito para que se otorgue el título inscrito, la posesión regular prácticamente por cinco años y al fijar el nuevo plazo de prescripción de cinco años, a contar del título que se concede, está incorporando absolutamente el sistema en forma adecuada a la normativa de amparo de la propiedad que fija el Código Civil.



Por eso es que, a mi entender, mediante esta iniciativa la legislación queda del todo ajustada a la Constitución. En razón de ello, sugiero su aprobación.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Adolfo Zaldívar.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, adhiero a lo planteado por otros señores Senadores en cuanto a la conveniencia y utilidad de este proyecto.



Sin lugar a dudas, el espíritu del legislador al dictar el decreto ley N° 2.695 era claro: ayudar a regularizar la propiedad de muchas personas que ocupaban predios o sitios sin tener título para ello. Pero también queda en evidencia que se ha hecho mal uso de ese cuerpo legal. Como muy bien lo ha planteado el Senador señor Otero, no se trata de casos aislados, sino de verdaderas empresas que cohonestan una serie de actuaciones destinadas a privar de sus inmuebles a modestos propietarios que no están en conocimiento de ellas, tal vez porque no tienen acceso a la publicidad. 



Por eso, me alegro de esta iniciativa, que apunta en la dirección correcta. Porque el mecanismo existente es insuficiente; no basta la querella cuando el propietario originario se da cuenta de que está siendo víctima de un despojo, pues, aun cuando tenga en derecho la razón, no podrá recuperar el bien raíz. Ahora esto quedará debidamente corregido. Con la sentencia del juez del crimen, una vez acreditados los hechos, se va a restablecer la verdadera propiedad.



Hoy se da el absurdo de que toda la teoría del derecho de propiedad en función del título inscrito, por el camino de la prescripción indebidamente usada, queda entregada a una suerte de designio en que gente modesta (a la que más se debe tender a proteger) es despojada de su propiedad en las tinieblas, a veces con la complicidad de algunas instituciones. Y el legislador, al dictar el decreto ley N° 2.695, quería todo lo contrario.



Por eso, me sumo a la aprobación del proyecto, y felicito a quienes harán posible que se convierta en una ley que espero entre en vigor a la brevedad.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.

El señor DÍAZ.— Señor Presidente, de la lectura del informe se puede apreciar que, como integrante de la Comisión, estuve de acuerdo con esta iniciativa en su totalidad. Y como Comité Demócrata Cristiano, también manifiesto mi pleno asentimiento.



Ello me obvia el discurso. Ahí aparece todo.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se dará por aprobado en general el proyecto.



Aprobado.

El señor OTERO.— Señor Presidente, podríamos ver de inmediato las indicaciones, para que quede aprobado también en particular. Fueron presentadas ayer. Son meramente formales, para precisar el texto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tendría que haber acuerdo unánime para eximir las indicaciones del trámite de Comisión.

El señor HAMILTON.— De acuerdo, señor Presidente.

El señor DÍAZ.— De acuerdo.

El señor VALDÉS (Presidente).— Así se procederá.



Habría que dar lectura a las indicaciones. Son cinco.

El señor LAGOS (Prosecretario).— Las indicaciones están suscritas por los Senadores señores Otero y Andrés Zaldívar.



La primera es para sustituir, en el inciso final que se agrega al decreto ley 2.695 mediante el N° 1 del artículo único, las palabras "querellante" y "pedir" por "el tribunal" y "ordenar", respectivamente.



Esta indicación y las tres siguientes fueron formuladas por el Honorable señor Otero.

El señor OTERO.— ¿Me permite explicar la indicación, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor OTERO.— La parte pertinente de la norma dice que si la acción penal fuere acogida, el querellante "podrá pedir que se cancele la inscripción". Siempre puede pedirlo. Lo que se debe hacer es autorizar al tribunal para ordenar la cancelación de ella.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— De acuerdo. Es razonable que el tribunal dé una orden en tal sentido.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se aprobará la indicación.



—Se aprueba.

El señor LAGOS (Prosecretario).— Indicación al N° 2, letra a), del artículo único para agregar, en la frase final sugerida para el artículo 10, a continuación de las palabras "hábiles siguientes", la frase "a la fecha de su recepción".

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Otero. 

El señor OTERO.— Señor Presidente, la nueva frase expresa que "El Servicio oficiará al Servicio de Impuestos Internos para que este organismo informe, dentro de los quince días hábiles siguientes,"; pero no especifica desde cuándo se cuentan esos quince días. En la indicación se sugiere que sea desde la fecha de recepción del oficio.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Conforme. Es conveniente precisarlo.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se aprobará la indicación.



—Se aprueba.

El señor LAGOS (Prosecretario).— La siguiente indicación consiste en eliminar, en la misma frase que se agrega mediante la letra a) del N° 2 del artículo único, las palabras finales "salvo que dichos datos se adjunten a la solicitud.".

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Otero.

El señor OTERO.— Señor Presidente, la expresión que se propone suprimir es contradictoria con lo establecido en la letra b) del N° 2, que se refiere al informe de Impuestos Internos.



¿Qué puede ocurrir? Que la información que se adjunte a la solicitud no sea fidedigna. Es preferible no omitir el trámite de Impuestos Internos, porque justamente de allí emanará la fidedignidad de la persona a quien habrá de notificarse.



Por ello, deben eliminarse las últimas palabras.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Muy bien. Creo que estas precisiones de redacción mejoran el proyecto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se aprobará la indicación.



—Se aprueba.
El señor LAGOS (Prosecretario).— Indicación al N° 3 del artículo único, letra b), para agregar en el inciso primero del artículo 11 la siguiente frase final: "Este aviso deberá transmitirse, al menos, durante tres días consecutivos en las horas de mayor sintonía.".

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Otero.

El señor OTERO.— Señor Presidente, mediante el precepto objeto de la indicación se crea —aplaudo la iniciativa, porque rompe ciertos esquemas— la modalidad de notificación por avisos radiales, fundamentalmente en las Regiones extremas, donde no existen periódicos ni diarios y la gente sí escucha radio. Y como, obviamente, ese requisito legal tal vez no pueda cumplirse transmitiendo el aviso una vez, se sugiere que se lea durante tres días consecutivos, en las horas de mayor sintonía. Con ello se resguarda el interés que se pretende cautelar con esta disposición.

El señor CANTUARIAS.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— La tiene, Su Señoría.

El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, encuentro bastante novedoso e interesante el cambio del sistema de notificaciones existente en el país. Sin embargo, me preocupa que, de repente, en una sesión como ésta, rápidamente e inspirados en el buen propósito de despachar un proyecto, estemos sentando una suerte de jurisprudencia en dicha materia sin contar con todos los elementos de juicio respecto de las implicancias que el nuevo procedimiento puede tener, porque, ciertamente, no se aplicará sólo en las zonas extremas, donde la radio es —lejos— el mejor medio de comunicación.



En consecuencia, aunque respaldo el contenido de la norma, me gustaría tener otras informaciones sobre su significado e implicancias, por ejemplo de parte de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor OTERO.— La norma sólo tiene carácter complementario, Honorable colega.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Claro. Es adicional.

El señor OTERO.— Este no será el mecanismo corriente de notificación. Es adicional al sistema en vigor, que no se altera.

El señor CANTUARIAS.— Correcto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Hago presente que en este momento no hay quórum en la Sala para adoptar acuerdos.



Se tocarán los timbres para llamar a los señores Senadores.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede usar de ella, Su Señoría.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, tal como manifestó el Senador señor Otero, ésta es una norma de complemento. Y es muy necesaria, porque con el sistema vigente, en la práctica, en algunas partes no hay notificación ni emplazamiento.



Por ejemplo, en la Undécima Región hasta hace poco existía un solo diario y su circulación comprendía únicamente la ciudad de Coyhaique. Hoy —me parece— existen dos.



Pero lo cierto es que en algunas localidades de esa Región los pobladores que han sido víctimas de estas irregularidades ni siquiera sabían que había un diario. En consecuencia, el único medio de comunicación que poseen es la radio.



Por consiguiente, elaboremos las leyes partiendo de la realidad que tiene el país. No pretendamos seguir con mecanismos aparentemente muy recomendables, pero que no tienen nada que ver con la compleja y extensa configuración geográfica de nuestro territorio.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.— Señor Presidente, en primer término, debo señalar que esta materia se analizó en profundidad por la Comisión. Hay una iniciativa parlamentaria tendiente a incorporar el citado procedimiento en más de 100 normas, por constituir un muy buen complemento para que la notificación legal sea exactamente lo que indica su nombre y no un mero formulismo.



En segundo lugar, con respecto a la aprensión manifestada por el Senador señor Cantuarias acerca de esta forma de notificación, cabe precisar que el precepto sobre el cual recae la indicación establece explícitamente que se empleará en las regularizaciones "cuyo objeto sean bienes raíces ubicados en zonas geográficas de difícil acceso.".



Me parece que ese tenor es muy claro y despeja las dudas al respecto.

El señor HORMAZABAL.— Pido la palabra.

El señor MUÑOZ BARRA.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor HORMAZABAL.— No tengo inconveniente en que intervenga primero el Honorable colega, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.— Señor Presidente, el Comité Partido por la Democracia está absolutamente de acuerdo con este proyecto de ley, pues enmarca situaciones que se presentan en un terreno bastante delicado y sensible.



Pienso que la notificación por radio debiera efectuarse, no sólo en los extremos del país, sino también en todos los sectores rurales, porque es el medio de comunicación más asequible, desde el punto de vista del costo. Si bien es efectivo que la televisión ha penetrado en las zonas campesinas, lo cierto es que el costo de un televisor no se halla al alcance de quienes tratarán de "blanquear" pequeñas propiedades que en su gran mayoría son sitios reducidos, ranchos modestos o casas en mal estado en las ciudades. De manera que coincido plenamente en que debe enfatizarse el uso de la radio para la finalidad que persigue la iniciativa.



Sin embargo, hay un hecho que me inquieta; y tal vez sea materia de otra discusión y de un proyecto distinto. Me refiero a lo señalado por un señor Senador en el sentido de evitar la creación de empresas constituidas legalmente para sanear títulos y que estafan a personas modestas por medio de la famosa "letra chica" de contratos que finalmente son inoperantes, pues todo queda prácticamente en cero y la gente no tiene posibilidad de reclamar.



A mi juicio, el Ministerio de Bienes Nacionales debería implementar algún sistema a fin de que los saneamientos se realicen ojalá en forma directa.

El señor VALDÉS (Presidente).— Ya hay quórum.

El señor HORMAZABAL.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORMAZABAL.— Sé que hay quórum, señor Presidente, pero me interesa dejar constancia de un aspecto particular.



Sin duda, las observaciones formuladas respecto a esta modalidad de notificación han sido aclaradas. La norma sugerida establece que se trata "de procedimientos de regularización cuyo objeto sean bienes raíces ubicados en zonas geográficas de difícil acceso".



Al respecto, sería conveniente que la interpretación del concepto "de difícil acceso" no comprendiera sólo las dificultades de comunicación vial. Porque el argumento central es que hay zonas rurales —por ejemplo, en la Región de Coquimbo— donde el acceso a los medios de comunicación escritos es realmente inexistente. De modo tal que no se puede hablar de medios regionales. Distintos personeros están haciendo un esfuerzo por que se mantengan, pero objetivamente el medio de comunicación por excelencia en esas zonas es la radio.



Por lo tanto, si ese tipo de notificación se plantea como algo complementario y el difícil acceso lo definimos no en función del tema físico, de caminos, sino de lo complicado que es llegar a conocer la información, que es precisamente el punto básico, pido que se deje constancia de esto, porque me parece relevante, oportuno y apropiado.



En segundo lugar, me alegro de lo que se está haciendo, puesto que éste es el procedimiento complementario que discutimos y propusimos con motivo de la ley sobre comunidades agrícolas, justamente para facilitar el desempeño de este tipo de situaciones en las zonas rurales.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se aprobará la indicación, dejándose constancia del planteamiento del Senador señor Hormazábal.



—Se aprueba.

El señor HORMAZABAL.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor HORMAZABAL.— Doy excusas por la interrupción. Acabo de formular una consulta a los miembros de la Comisión —y lo hice porque no pude disponer del tiempo necesario para leer el texto completo— respecto de lo que recién establecimos, en cuanto a que una modalidad complementaria lo constituye el hecho de que el referido servicio tendrá que hacer la notificación por radio. Y mi pregunta es: ¿de cargo de quién será esto?

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Del servicio.

El señor HORMAZABAL.— Creo que ese punto presenta una dificultad, porque al parecer estaríamos estableciendo determinada obligación legal, por ejemplo, a un medio de radiodifusión.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Señor Senador, el Ministerio de Bienes Nacionales cuenta en su presupuesto con recursos precisamente para todo lo que significa el proceso de saneamiento, y deberá ser el propio Ministerio, ante el reclamo que se formule, quien determine cómo se procederá en tal sentido.

El señor HORMAZABAL.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Por supuesto, señor Senador.

El señor HORMAZABAL.— Como entiendo el punto y realmente existen recursos —no creo que haya observaciones sobre ello—, sólo me basta eso como criterio, porque si nosotros dijéramos que este tipo de notificación será de cargo del Ministerio, podríamos entrar en un ámbito que no compete a las atribuciones del Parlamento; tampoco es factible señalar que será de cargo del servicio o de la radio, puesto que ello no resulta pertinente. Y como se ha interpretado que esto se desarrollará dentro de un proceso de regularización normal, de que habrá una tramitación y de que existen recursos en esa Secretaría de Estado, cabría entender que este procedimiento es complementario del que tiene el financiamiento requerido.



Señor Presidente, sólo quería dejar constancia de esta situación para que no se interprete como que estamos extralimitándonos en nuestras facultades, ni menos que se trata de una carga a los radiodifusores chilenos.

El señor VALDÉS (Presidente).— Bien, señor Senador.

El señor LAGOS (Prosecretario).— La siguiente indicación recae en el número 7, letra b), del artículo único, y tiene por objeto sustituir la frase “Juez de Letras en lo Civil del territorio jurisdiccional” por “Juez de Letras en lo Civil dentro de cuyo territorio jurisdiccional se encuentre el predio y, de ser éstos dos o más, por el que se encuentre de turno al momento de la interposición de la oposición".



—Se aprueba.
El señor LAGOS (Prosecretario).— La última indicación ha sido formulada por los Senadores Andrés Zaldívar y Otero, y es para establecer un artículo 2° nuevo, cuyo tenor es el siguiente: "Las normas de la presente ley regirán desde su publicación en el D/O aun respecto de las peticiones y acciones judiciales en trámite pero no serán aplicables respecto de las inscripciones que a esa fecha tengan cinco o más años de vigencia.".

El señor VALDÉS (Presidente).— La Mesa reitera el acuerdo que la Sala tomó en su oportunidad en cuanto a que las indicaciones debían ser escritas a máquina, con pleno respeto por la ortografía y la presentación.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Señor Presidente, sin perjuicio de la parte caligráfica, ¿por qué no somete a votación la indicación que ya fue leída?

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Pienso que una indicación tan justa como ésta no vale la pena mirarla si llegó escrita a máquina o a mano. Lo importante es que con ella se evitará un proceso de despojo que ya venía en tránsito en contra de una modesta persona.

El señor VALDÉS (Presidente).— Sostengo que la forma es tan importante como el fondo.



De modo tal que en esta materia no pueden presentarse indicaciones que tengan dificultad en su lectura.



Si le parece a la Sala, se aprobará la indicación.



—Se aprueba por unanimidad, y el proyecto queda despachado en general y particular.

El señor LAGOS (Prosecretario).— A continuación, corresponde tratar la iniciativa que figura en el quinto lugar de la tabla...

El señor ALESSANDRI.— ¿Me permite, señor Presidente? Quisiera saber cuánto falta para que termine el Orden del Día.

El señor VALDÉS (Presidente).— Estamos alcanzados de tiempo; sólo quedan cinco minutos.



Esa es mi interpretación, que está en desacuerdo con la del señor Secretario, quien dice que el tiempo destinado a la discusión sobre la admisibilidad de la moción para derogar la ley que creó el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo no afecta la duración del Orden del Día. Y yo sostengo que sí, al acordarse ayer que ese asunto iba a ser tratado por los Comités y luego se daría cuenta de él en la Sala. Entonces, según la interpretación de la Mesa, el Orden del Día terminaría a las 13:30, lo cual me parece bastante normal.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, ¿habrá hora de Incidentes?

El señor VALDÉS (Presidente).— Por supuesto, señor Senador, si se estima conveniente que la haya.

El señor HORMAZABAL.— ¡Entremos a Incidentes, señor Presidente, porque el proyecto que viene a continuación merece un marco de asistencia más apropiado!

El señor HORVATH.— ¿Me permite, señor Presidente? La iniciativa que figura en el punto 5 de la tabla es de muy fácil despacho, pues su texto está redactado en términos tan objetivos que su comprensión resultará bastante sencilla para los señores Senadores presentes. Además, ha sido analizado por dos Comisiones de la Corporación, y se espera su pronta aplicación. Por lo tanto, creo que no es bueno pasarlo por alto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Disponemos de algunos minutos para tratar ese proyecto, que es de fácil despacho. De modo que se procederá a su estudio

SISTEMA DE PROTECCIÓN CONTRA CONTAMINACIÓN DE VEHÍCULOS MOTORIZADOS

El señor LAGOS (Prosecretario).— Este proyecto, en primer trámite constitucional, tiene su origen en una moción del Senador señor Piñera y su objetivo es modificar la Ley N° 18.290 —Ley de Tránsito—, para establecer un sistema de protección contra la contaminación proveniente de vehículos motorizados. Para su análisis, se cuenta con informes de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:
Proyecto de ley: (moción del señor Piñera)
En primer trámite, sesión 22a, en 25 de julio de 1991.
Informes de Comisión:
Transportes, sesión 14a, en 19 de julio de 1994.
Medio Ambiente y Bienes Nacionales, sesión 31a, en 7 de septiembre de 1994.
El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Piñera.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, la verdad es que esta iniciativa fue analizada por las Comisiones de Transportes y de Medio Ambiente, y en ambos casos se le hicieron aportes muy significativos y valiosos, y se aprobó por unanimidad.



No quiero repetir toda la argumentación que fundamenta el proyecto, pero debo decir que hay una serie de normas constitucionales que garantizan el derecho a la vida, a la integridad física, a vivir en un ambiente libre de contaminación, etcétera. Sin embargo, la evidencia muestra que uno de los elementos más perjudiciales para la salud son las partículas en suspensión, que no es el único factor negativo, puesto que también están los anhídridos y sulfatos que generan los motores a gasolina. En los grandes centros urbanos, el 70 por ciento de las partículas en suspensión es generado por los motores diésel en mal estado de conservación. Y, por lo tanto, existe la evidencia categórica y clara de que en una ciudad como Santiago, por ejemplo, ese tipo de motores sin mantención adecuada constituye un serio atentado a la salud, perfectamente evitable.



Por eso, el proyecto en análisis propone dotar a Carabineros de los instrumentos adecuados para evitar que los vehículos diésel y aquellos que están claramente fuera de la ley y de los reglamentos respectivos puedan seguir circulando. En la actualidad, las atribuciones de Carabineros y otros funcionarios son absolutamente insuficientes. Por ello, se plantea algo muy importante: cuando a simple vista un vehículo —particularmente un vehículo diésel— esté contaminando, como ocurre diariamente en Santiago y en muchas otras ciudades, aun cuando tenga el certificado de revisión técnica al día —el cual pudo haber sido obtenido de manera fraudulenta, o a lo mejor las condiciones bajo las cuales fue otorgado cambiaron significativamente— se le prohíba seguir circulando.



Hoy día, cuando uno ve un vehículo que contamina a simple vista con unas bocanadas de humo negro y esta situación se la hace presente a un carabinero, éste argumenta que no lo puede retirar de circulación, porque carece de medios técnicos para detectar in situ el hecho que contraviene la normativa.



El objetivo esencial del proyecto es permitir a Carabineros retirar esos vehículos y enviarlos a un centro donde pueda verificarse el cumplimiento de la ley, revocándoles, transitoriamente, el permiso de circulación.



En la Comisión de Medio Ambiente, señor Presidente, se hizo un aporte importante en el perfeccionamiento de la iniciativa, la cual representa un instrumento necesario, no sólo para Santiago, sino para todas las metrópolis de nuestro país.



Por tal motivo, considero útil aprobarla ahora.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.— Señor Presidente, tal como acaba de indicar el Senador señor Piñera, el proyecto fue analizado en profundidad en la Comisión de Medio Ambiente, donde el punto central fue dirimir si el humo visible, de acuerdo con nuestra normativa, constituye un indicador de contaminación. Para tal efecto, se contó con el aporte del Ministerio de Transportes, que dio a conocer los elementos técnicos de que dispone. En realidad, en esta materia existen ciertas graduaciones y densidades, de forma tal que no basta con que se detecte humo visible para retirar un vehículo de la circulación. Por eso, se hicieron las averiguaciones del caso, que permitieron conocer diversas técnicas de fácil implementación que hacen posible determinar el grado de humo visible en relación con los indicadores de contaminación. Una de ellas es la Escala de Ringelmann, que en el fondo es un cuadriculado con diferentes densidades que, comparado con el humo que está expeliendo un vehículo, puede determinar, a partir de un rango específico, que efectivamente está contaminando. Esto posibilita introducir al texto un parámetro objetivo, porque, tal como estaba, el asunto quedaba al libre arbitrio de una persona, lo cual podía ser contraproducente.



Por otro lado, la Comisión pudo comprobar —los datos pertinentes aparecen en el informe— que enseñar a usar este tipo de técnicas a funcionarios municipales y Carabineros es bastante rápido y sólo requiere de un curso de no más de ocho horas, que ellos estarían dispuestos a realizar.



En definitiva, se acordó agregar un inciso al artículo 82, que dispone explícitamente que "Los niveles de emisión de humo se determinarán de acuerdo con los índices de la escala de densidad de humo que fije la Subsecretaría de Transportes".



Lo otro que queremos dejar muy en claro es que algo que contamina en Santiago o en otro lugar de alta densidad no necesariamente contamina en otras partes. Incluso, podría llegar a ser hasta bonito ver humo en cantidad reducida en áreas aisladas del país. En ese sentido, creo que debe existir objetividad, de manera de no sobrecargar con normas de emisión de gases y humo a localidades donde ello no corresponde.

El señor MUÑOZ BARRA.— Una cuestión reglamentaria, señor Presidente. 

El señor HORVATH.— Lo anterior se soluciona aclarando que tales normas de emisión de gases son territoriales.



Así que esta parte también quedó obviada.



Respecto a la calificación de faltas gravísimas y graves, se hizo un ajuste con el fin de que la normativa en proyecto fuera consistente con la ley respectiva.



Hechos estos alcances, señor Presidente, me permito solicitar a la Sala, en representación de la Comisión de Medio Ambiente, que apruebe la iniciativa.

El señor MUÑOZ BARRA.— ¿Me permite, señor Presidente, para plantear un asunto reglamentario?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor  MUÑOZ BARRA.— Señor Presidente, no es mi ánimo molestar a nadie, pero, después de escuchar a los Senadores señores Piñera y Horvath, no me parece que estemos frente a un proyecto tan sencillo que amerite ser tratado en esta forma. Eso sería hasta poco respetable, en mi opinión, para la propia iniciativa.



Por lo anterior, y aun cuando ignoro si estoy facultado para hacerlo, reclamo la hora y pido dar por concluido el Orden del Día, con el objeto de que el proyecto sea discutido en una próxima sesión.

El señor ALESSANDRI.— Antes de eso, señor Presidente, quisiera hacer unas consultas.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ALESSANDRI.— Tengo dos observaciones, señor Presidente.



En primer lugar, pienso que la expresión "en ralentí" no es muy castiza. Debe haber otras mejores para referirse a la acción que realiza un motor cuando funciona despacio. Ahora, si ya se encuentra incorporada al idioma, no tengo objeción.



Segundo: ¿por qué la norma se limita al vehículo que despide humo visible al ralentí y no se extiende al que echa humo cuando está en movimiento? ¿No es igualmente grave el humo en ambas situaciones, sea que el vehículo esté funcionando al ralentí o andando ligero?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Piñera.

El señor HORMAZABAL.— Está reclamada la hora, señor Presidente.

El señor PIÑERA.— Efectivamente. De todas maneras, quiero hacer presente que la expresión en ralentí ya forma parte del castellano. En segundo lugar, la contaminación se mide en ese momento porque si en tales condiciones el vehículo expele humo visible, es prácticamente seguro que él no cumple con la normativa. En cambio, si la muestra se tomara con el motor acelerado, podría darse el hecho de que un vehículo emitiera humos visibles y, sin embargo, estuviera dentro de los parámetros admitidos. Por eso el proyecto quedó establecido en esa forma.



Ahora, recogiendo las observaciones del ex Diputado y actual Senador señor Horvath, sugiero acoger el texto propuesto por la Comisión de Medio Ambiente, el cual fue aprobado allí por unanimidad y comprende todos los planteamientos que se formularon sobre el tema.

El señor VALDÉS (Presidente).— ¿Mantiene su posición el Honorable señor Muñoz Barra? Porque la Sala estaría en condiciones de pronunciarse respecto de la iniciativa.

El señor MUÑOZ BARRA.— Señor Presidente, reitero que mi deseo no es molestar a nadie, pero mantengo mi reclamo de la hora, por la importancia de la materia que aborda el proyecto. Creo que podemos analizarlo en forma mucho más profunda en una próxima sesión.

El señor DÍAZ.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Sí, señor Senador.

El señor DÍAZ.— Señor Presidente, me declaro devoto del idioma castellano, pregunté sobre el término ralentí y, en realidad, la respuesta es la que dio el Honorable señor Piñera en cuanto a que efectivamente existe en nuestro Diccionario y no ha sido reemplazado por otro.



Participé en toda la discusión del proyecto, que me parece extraordinario, pero no dejo de entender las razones que ha dado el Senador señor Muñoz Barra. En verdad, se presta para discutir algunos puntos. Por ejemplo, me gustaría conocer la opinión del Honorable señor Huerta respecto a la participación que cabría a Carabineros y a la forma en que ellos procederían.



Los Senadores que integramos las Comisiones entendemos muy bien el problema, pero considero justo que se ilustre también a los demás miembros de la Corporación.

El señor VALDÉS (Presidente).— Se ha reclamado el término de la hora del Orden del Día y, de acuerdo con la interpretación de la Mesa, esta parte de la sesión ha concluido.



Por lo tanto, queda pendiente la discusión general del proyecto.

VI. INCIDENTES

 PETICIONES DE OFICIOS

El señor LAGOS (Prosecretario).— Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor VALDÉS (Presidente).— Se les dará curso en la forma reglamentaria.

_____________



— Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes: 


Del señor Frei (don Arturo):

CREACIÓN DE JUZGADOS DE POLICÍA
LOCAL EN COMUNAS DE COELEMU Y
QUIRIHUE (OCTAVA REGIÓN)


"Al señor Ministro del Interior, con el objeto de que se sirva estudiar, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la posibilidad de crear Juzgados de Policía Local en las Comunas de Coelemu y Quirihue, en este último caso con jurisdicción sobre la Comuna de Trehuaco, Provincia de Nuble".

MODIFICACIÓN DE REQUISITO PARA POSTULAR A ESCUELAS MATRICES DE FUERZAS ARMADAS


"Al señor Ministro de Defensa Nacional, pidiéndole que busque una fórmula para reemplazar el requisito exigido para postular a las Escuelas Matrices de las Fuerzas Armadas, publicitado en los medios de comunicación social, en orden a "pertenecer a una familia de honorables condiciones morales", por cuanto resulta discriminatorio e injusto respecto de jóvenes cuyos padres han incurrido en conductas que pueden resultar observables desde el punto de vista moral y ético, ya que no parece apropiado que ellos sean condenados o rechazados por acciones cometidas por sus mayores, sin que se les brinde la oportunidad de demostrar sus personales aptitudes y probar que tienen una conducta diferente de la de sus progenitores en ese campo".



MANTENCIÓN DE RETÉN DE CARABINEROS EN

LOCALIDAD DE NINQUIHUE (OCTAVA REGIÓN)



“Al señor Ministro de Defensa Nacional, con la finalidad de que analice la posibilidad de dejar sin efecto la eliminación del Retén de Carabineros de Ninquihue –resuelta, entre otras razones, por falta de recursos en su conservación y porque la futura doble vía de la carretera pasaría muy cerca de su actual emplazamiento-, la cual dejaría desprotegida a una enorme población rural de la zona, cuyas juntas de vecinos estarían dispuestas, incluso, a donar terrenos para la construcción de un nuevo edificio y ayudar con recursos propios a su instalación y mantención.”.

CORRECCIÓN DE PROCEDIMIENTO APLICADO EN

PARTIDA PRESUPUESTARIA DE DIGEDER, Y EN RELACION A

ENTRADA EN VIGENCIA DE LEY Nº 19.135



“Al señor Ministro de Hacienda, solicitándole que, si es posible, corrija el procedimiento empleado en la aplicación de la partida del presupuesto correspondiente a la Dirección General de deportes y Recreación, y en relación a la entrada en vigencia de la ley Nº 19.135”.

INCLUSIÓN DE COMUNA DE NINHUE (OCATVA REGIÓN) EN PLAN

NACIONAL PARA LA SUPERACIÓN DE LA POBREZA



“Al señor Ministro de Planificación y Cooperación, para que se sirva estudiar la inclusión de la comuna de Ninhue, que es una de las más pobres de la Octava Región, en el Plan Nacional para la Superación de la Pobreza.

_________________



Del señor Horvath:

ASISTENCIA A AISLADOS POBLADORES DE

PARTE SUR DE REGIÓN DE AYSÉN


"A los señores Ministros del Interior y de Agricultura, a fin de que informen acerca de la ayuda que se está otorgando a aislados pobladores de la parte sur de la Región de Aysén en cuanto a forraje, concentrado, readecuación de sus campos mediante fertilización, apotreramiento, mejoramiento genético, confección de silos, comercialización de productos y conversión hacia otras actividades, considerando las duras condiciones del invierno, prolongadas a la temporada de primavera, que han significado dificultades mayores para quienes se dedican tradicionalmente a la ganadería, cuyos animales, en plena época de pariciones, se encuentran flacos y sin forraje". 

DEMORA EN OTORGAMIENTO DE TÍTULOS DE DOMINIO

 A COLONOS DE UNDÉCIMA REGIÓN

 

"A la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el objeto de que comunique al Senado cuáles han sido las causas de la demora en la entrega de títulos de dominio a esforzados colonos de la Undécima Región, pidiéndole, al mismo tiempo, que implemente un sistema de cobro por la transferencia de los bienes raíces acorde con el sacrificio que ellos han hecho por revitalizar la zona y, en lo posible, tratando de eliminar el arriendo que actualmente se les cobra".

_____________

El señor VALDÉS (Presidente).— En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Honorable señor Adolfo Zaldívar.

NECESIDAD DE DEBATE SOBRE SIGNIFICADO DE PLEBISCITO DE 1988
El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, aunque quizás parezca un poco curioso, ayer se cumplió una fecha muy importante de recordar para todos nosotros: el 5 de octubre de 1988. Y eché de menos que aquí, en el Senado, no hubiera una discusión de fondo y no se confrontaran ideas y posiciones acerca de un día que, con el correr de los años —han transcurrido ya seis—, podemos apreciar en su justa dimensión: como un momento de reconciliación. Así, por lo demás, lo sostuve en la sesión recién pasada.



Eché de menos ese debate, señor Presidente, más aún cuando tuve la oportunidad de ver a Su Señoría presidiendo una interesantísima reunión en Santiago. En ese sentido, recojo sus propias palabras y el estilo que usted ha impuesto al Senado. Esta es una Corporación del más alto nivel en el país. En una oportunidad, Su Señoría dijo —con toda razón y propiedad— que aquí debíamos realizar las grandes discusiones nacionales.



Y, sin lugar a dudas, considero que sería conveniente que tuviéramos un debate serio y profundo sobre tan importante fecha, máxime si en el Senado se encuentran varios actores muy relevantes de lo que ocurrió hace seis años. Está entre nosotros, por ejemplo, quien fuera Ministro del Interior en esa época, el Senador señor Sergio Fernández; el Jefe de la Campaña por el No, el Senador señor Andrés Zaldívar; usted mismo, señor Presidente, que tuvo una destacada participación en ese tiempo como Presidente del Partido Demócrata Cristiano. Además, conforman esta Corporación Senadores como el Honorable señor Ricardo Núñez, líder indiscutido de la Izquierda y del Partido Socialista; el Senador señor Piñera, quien, militando hoy día en Renovación Nacional, en esa oportunidad votó por el No.



Creo, señor Presidente, que no es mucho pedir que tengamos una confrontación de ideas —elevada, por cierto— acerca del significado real de esa fecha. Ayer argumenté —con razón— que no era propio que quienes obtuvimos un triunfo electoral muy importante lo reclamáramos sólo para nosotros. Pienso que se trata de un acontecimiento donde el pueblo de Chile fue el gran actor. Ahí, además, se dio un paso fundamental para la reconciliación política, al cual siguieron otros.



Por eso, señor Presidente, deseo solicitar que, en la oportunidad que se acuerde, nos reunamos en el Senado de la República para abordar el tema como corresponde. Estimo que se trata de una fecha que nos debe unir, sobre todo, porque en la ocasión señalada la soberanía nacional se pronunció; sobre todo, porque hoy queremos hacer reformas a la Constitución, las que se encuentran pendientes; sobre todo, porque quienes procedimos con grandeza y reconocimos que los perdedores respetaron el resultado adverso y establecieron una institucionalidad —que no compartimos, pero que aceptamos como un hecho—, tenemos también derecho a plantearles hoy día, en consecuencia, que, para nosotros, la soberanía es la única fuente de legitimidad, y que quienes somos los representantes elegidos por el pueblo deseamos introducir reformas a la Carta Fundamental para que realmente se refleje en ella el consenso nacional.



He dicho.

El señor MUÑOZ BARRA.— Pido la palabra, señor Presidente, para hacer presente un problema reglamentario.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.— Señor Presidente, no quise interrumpir la sobresaliente intervención del Senador señor Adolfo Zaldívar sobre un tema tan sensible. Pero, como creo que la ley pareja no es dura y por respeto al Reglamento, que Su Señoría ha impuesto con mucho brillo, me pareció inapropiado conceder la palabra a un Comité al que no le correspondía su turno. Esto lo señalo a fin de no avalar un precedente que en otro ambiente podría crear, a lo mejor, una situación desagradable.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).— Ese no fue mi ánimo.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene razón, señor Senador. Ofrezco mis excusas, porque en realidad correspondía el turno de otros Comités, y el Demócrata Cristiano se encuentra en el penúltimo lugar.



Sin perjuicio de lo anterior, tomaré nota de la petición formulada por el Honorable señor Adolfo Zaldívar. Creo que el Senado debería preocuparse de analizar los fenómenos pasados y presentes, pues estamos trabajando sobre materias vinculadas históricamente.



Debo aclarar que no presidí el foro efectuado ayer en la Corporación creada por el ex Presidente Aylwin, destinada al estudio de problemas políticos, históricos, doctrinarios y democráticos. A esa reunión fuimos invitadas distintas personas que, por una razón u otra, tuvimos vinculación con los hechos relacionados con el 5 de octubre de 1988, entre las cuales se hallaban el Senador señor Fernández, ex Senadores y otras personalidades que no son Parlamentarios, cuya participación fue muy relevante en esa época, ya que fueron actores, y que intervinieron en el foro de modo importante, pero no podrían estar presentes en una sesión del Senado. Considero que es posible repetirla —aunque resulta difícil reproducir las cosas exactamente— y realizar un debate con los mismos actores, más otros que eventualmente puedan participar. Algunos de los que asistieron —irreemplazables, desde cierto punto de vista— no están hoy día en el Senado, pero sí hay otros que tuvieron mucha representación. En todo caso, se estudiará el tema.



¿Algún otro señor Senador desea intervenir?



Se levanta la sesión.



—Se levantó a las 13:43.
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